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RESUMEN 
En el presente estudio desarrollado trata esencialmente sobre la 
restricción al Derecho y acceso a la información  en la administración 
pública de los usuarios de la Dirección Regional de Educación Puno 
durante el año 2013. 
Con el propósito de determinar las restricciones del derecho y 
acceso a la información  en la administración pública de los usuarios 
de la DREP Puno; para el efecto se aplicaron instrumentos de 
recolección de datos como el cuestionario y la entrevista 
respectivamente a fin de percibir la opinión de los administrados, 
abogados, estudiantes de derecho. 
Al  analizar  y  medir  la  variable  independiente en la 
legislación peruana, el habeas data protege los derechos de acceso a 
la información pública y el de autodeterminación informativa, 
regulados en nuestra constitución política del Perú.  A pesar de su 
importancia, todavía no es muy utilizado en comparación a otros 
procesos constitucionales.  
Del mismo modo se determina que existen restricciones en el 
acceso a la información en los usuarios de la Dirección Regular de 
Educación de Puno durante el año 2013, respecto de sus peticiones, 
por incumplimiento de las normas que regulan el procedimiento 
administrativo amparada en la ley general dela misma 27444. 
La variable dependiente información en la administración 
publica al ser analizada, ponderada, y medida se ha determinado que, 
los indicadores de la misma; percibido por los conformantes de la 
muestra y los expedientes implica también sus resultados nos 
muestran a las claras que Los aspectos  del derecho individual como  
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la investigación, opinión, expresión, el derecho colectivo, 
transparencia de la administración pública, del mismo modo la 
excepcionalidad del derecho a la información en la administración 
pública se presenta a través de la protección de la seguridad nacional, 
la protección del derecho a la intimidad, garantizar la investigación  
penal y administrativa.  
Desde luego la libertad a la información en la administración 
pública, influye negativamente en el derecho de acceso a la 
información. 
Para el procesamiento estadístico se ha desarrollado mediante 
el análisis e interpretación de la información utilizando para el caso la 
estadística descriptiva e inferencial, cuyos resultados se presentan a 
través de cuadros y gráficos estadísticos. 
En el presente estudio se concluye que, mediante la 
recolección de la información a través de técnicas e instrumentos para 
el caso que el acceso de la información, se restringe por el 
incumplimiento de las normas que regulan el procedimiento 
administrativo en la administración pública de usuarios de la Dirección 
Regional de Educación de Puno durante el año 2013. 
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ABSTRACT 
In the present developed study it treats essentially on the restriction 
the right and I access to the information in the public administration of 
the users of the Direction Regional  Off Education  year 2013. 
With the aim to determine the restrictions of the right and I 
access to the information in the public administration of the users of 
the Direction Regional  Off Education  year 2013; for the effect there 
were applied instruments of compilation of information as the 
questionnaire and the interview respectively in order to perceive the 
opinion of the administered ones, attorneys, students of right. 
On having analyzed and to measure the independent variable in 
the Peruvian legislation, the habeas dates back protects the rights of 
access to the public information and that of informative self-
determination, regulated in the clauses 5 and 6 of the article 2 of the 
CP93. In spite of his importance, still it is not very used in comparison 
to other constitutional processes. 
In the same way one determines that restrictions exist in the 
access to the information in the users of the Ugel san Roman respect 
of his requests, for breach of the procedure that regulate the 
administrative procedure protected in the law d general dela herself 
27444. 
The variable dependent information in the administration 
publishes on having been analyzed, weighted, and measure has 
decided that, the indicators of the same one; perceived by the 
conformantes of the sample and the processes it implies also his 
results they show us to the whites of egg that The aspects of the 
individual right as the investigation, opinion, expression, the collective 
right, transparency of the public administration, in the same way the 
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excepcionalidad of the right to the information in the public 
administration appears across the protection of the national safety, the 
protection of the right to the intimacy, to guarantee the penal and 
administrative investigation 
Certainly the freedom to the information in the public 
administration, influences negatively the right of access to the 
information. 
For the statistical processing it has developed by means of the 
analysis and interpretation of the information using for the case the 
descriptive statistics and inferencial, whose results appear across 
pictures and statistical graphs. 
In the present study one concludes that, by means of the 
compilation of the information across technologies and instruments for 
the case that the access of the information, is restricted by the breach 
of the procedure that regulate the administrative procedure in the 
users' public administration of the Direction Regional  Off Education  
year 2013. 
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INTRODUCCIÓN 
En la última década diversos países latinoamericanos han concentrado 
esfuerzos en la aprobación de normas que garanticen el derecho de 
acceso a la información pública y reconozcan la Transparencia como 
principio orientador de la gestión gubernamental. Este impulso obedece 
al consenso actual en considerar que su vigencia constituye un 
elemento clave para el afianzamiento del régimen democrático. 
 
En efecto, el acceso a la información pública brinda insumos 
para la adopción de decisiones trascendentales en la vida de las 
personas; llegando incluso a convertirse en una suerte de presupuesto 
o medio para el ejercicio de otros derechos fundamentales. Pero 
además, su ejercicio posibilita el control y la fiscalización de la gestión 
pública, con lo cual se previenen y combaten las prácticas corruptas y 
el abuso del poder por parte de quienes lo ejercen de forma delegada. 
Con ello, se fomenta el debate y la participación en los asuntos 
públicos, elementos esenciales de toda democracia participativa. 
 
Nuestro país no ha sido ajeno al proceso antes descrito y ha 
reconocido el derecho de acceso a la información en poder de las 
entidades públicas en el inciso 5) del artículo 2º de la Constitución 
vigente; además de prever la existencia de un proceso constitucional 
específico para su tutela. Sumado a ello, contamos con una ley, vigente 
desde el 1 de enero de 2003, que regula el derecho antes mencionado 
y contiene normas orientadas a instaurar un gobierno transparente y 
visible, que sustituya la práctica de opacidad y secretismo que lo han 
caracterizado. 
El derecho de acceso a la información pública es uno de los 
instrumentos que permite la transparencia en el ejercicio del poder 
público, puesto que mediante su ejercicio los ciudadanos obtienen 
información acerca de lo que los gobiernos están haciendo.  
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El derecho como realización humana, no ha escapado del flujo 
de los cambios producidos en el mundo contemporáneo, que se 
exteriorizan en el orden institucional, se manifiestan en los procesos 
tecnológicos, se hacen ostensibles en la economía, comunicación e 
información, sin duda vivimos un nuevo ciclo de la razón que impacta 
sobre el derecho y la legislación. 
 
El acceso a la información es el derecho que tiene toda persona 
de buscar, recibir y difundir información en poder del gobierno; la 
investigación del acceso a la información en la administración publica 
tiene como fin la de conocer el establecimiento de derechos de los 
usuarios, violación del derecho de acceso a la información pública y la 
situación en que los administrados accedan a la información pública.  
 
En ocasiones, el acceso a la información no es posible debido a 
las reticencias de algunos estados a publicar datos calificados como 
sensibles para la seguridad o que no serían bien recibidos por 
la opinión pública. En otras ocasiones, el ciudadano encuentra que no 
puede acceder a información personal que está siendo utilizada sin su 
consentimiento.  
 
El derecho de acceso a la información se refiere al derecho de 
toda persona a conocer lo que concierne a los asuntos públicos y a 
acceder a sus datos personales que se encuentren en posesión de 
la administración pública o de terceros con el objetivo de oponerse a 
ellos, para lo que se habilita el habeas data. 
 
La presente tesis se ha estructurado en cuatro capítulos; el 
primero comprende el problema, explicación, análisis de la situación 
problemática, planteamiento del problema, la formulación del problema 
se ha caracterizado a través de interrogantes de forma general y 
problemas específicos; los objetivos de la investigación ya sean general 
y específicos que orientaron el presente estudio o investigación; en el 
xi 
 
 
 
segundo capítulo se incluye el marco teórico referencial, en el que se 
considera los antecedentes referidas  a la investigación, las  bases 
teóricas que dieron sustento doctrinario, marco conceptual, las 
hipótesis y la operacionalizacion de variables. 
 
El tercer capítulo comprende la metodología de la investigación 
utilizada para el presente estudio, el nivel, tipo, diseño de la 
investigación, población, muestra y técnicas e instrumentos de 
recolección de datos para investigación.  
 
Y el cuarto capítulo comprende los resultados y discusión; la 
presentación y análisis de resultados, cuadros, gráficos, interpretación, 
prueba de hipótesis, conclusiones y sugerencias. Finalmente se 
consideran la bibliografía y los anexos.  
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CAPÍTULO I 
EL PROBLEMA 
1.1 EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
En la última década diversos países latinoamericanos han concentrado 
esfuerzos en la aprobación de normas que garanticen el derecho de 
acceso a la información pública y conozcan la transparencia como 
principio orientador de la gestión gubernamental. Este impulso obedece 
al consenso actual en considerar que su vigencia constituye un elemento 
clave para el afianzamiento del régimen democrático.  
 
En efecto, el acceso a la información pública brinda insumos para 
la adopción de decisiones trascendentales en la vida de las personas; 
llegando incluso a convertirse en una suerte de presupuesto o medio 
para el  ejercicio de otros derechos fundamentales. Pero además, su 
ejercicio posibilita el control y la fiscalización de la gestión pública, con lo 
cual se previenen y combaten las prácticas corruptas y el abuso del 
poder por parte de quienes lo ejercen de forma delegada. Con ello, se 
fomenta el debate y la participación en los asuntos públicos, elementos 
esenciales de toda democracia participativa. 
 
 
2 
 
El derecho de acceso a la información pública es radicalmente 
vital para la Democracia. Sin embargo, esta eminente facultad ciudadana 
es a menudo relegada como una mera secuela de las libertades de 
expresión, prensa e información. La conquista por la Sociedad Civil de 
un mayor espacio para sus actividades ha contribuido a cambiar esta 
situación. Cada día son más las personas que cobran conciencia de su 
ignorancia real de cómo se conducen en verdad los asuntos del Estado. 
Esto redunda en un natural aumento de la demanda por la información 
pública. 
 
Sólo con el acceso a la información que se encuentra en poder de 
las entidades públicas caso del sector educación, se puede generar un 
diálogo y debate sobre el funcionamiento del Estado y los cambios 
necesarios para su modernización, a fin de garantizar efectivamente el 
respeto y garantía de los derechos humanos y de los derechos 
ciudadanos.  
 
De ahí que en el presente trabajo es un estudio sobre  la 
restricción del derecho al acceso a la información en la administración 
publica en el contexto de su aplicación por el Derecho  Constitucional, 
mediante el cual se busca trasmitir conocimiento concisos sobre los 
aspectos generales del proceso constitucional de libertad pre citado, 
esgrimiendo los alcances de hechos, casos que se  han presentado en 
el tema problema, a la vez de exponer los aspectos procesales que han 
sido sistematizados mediante la norma adjetiva vigente.  
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En nuestro medio es frecuente observar que en las instituciones 
públicas, el acceso de información como derecho es restringido en la 
mayoría de sus casos, sin embargo los administrados no pueden recurrir 
a ninguna instancia a falta de información al respecto, el sector 
educación no está exenta de  que en las instituciones que administrar 
como son los órganos desconcentrados en los diferentes procedimientos 
están vulnerando ese derecho de acceder a la información en el estado 
en que se encuentre un determinado procedimiento. 
 
La importancia de la transparencia en la administración pública, 
es transversal a todos ámbitos de la vida nacional, ya que implica 
conocer cómo se ordenan y ejecutan las políticas públicas, sin embargo 
en las instituciones del Estado caso del sector educación 
específicamente en la Región de Educación de Puno; se presentan 
diferentes casos en los cuales los administrados  tienen restricciones 
sobre requerimientos de información ya sean en sus diferentes trámites, 
procesos administrativos etc. 
 
En tal sentido la presente investigación se ha propuesto 
determinar las restricciones al derecho y acceso a la información en la 
administración pública de los usuarios de la Región de Educación Puno 
durante el año 2013. 
 
1.2 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
El trabajo materia de investigación ha permitido el estudio de uno de los 
derechos constitucionales mas practicados por los administrados y de 
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los usuarios  de  la administración pública, caso concreto en los órganos 
desconcentrados de la dirección regional de educación Puno. 
Consiguientemente ha estado situado en la aplicación o no de ese 
derecho fundamental como es el de la información, su acceso y practica 
frente a los diferentes estados de  los procedimientos administrativos y la 
vulneración de  la misma. 
Se planteo responder a la siguiente interrogante: 
 
1.2.1. PROBLEMA GENERAL: 
¿Por qué se restringe el derecho y acceso a la información  en la 
administración pública de los usuarios de la Región de Educación Puno 
durante el año 2013? 
 
1.2.2. PROBLEMAS ESPECÍFICOS: 
- ¿Qué aspectos del derecho individual y colectivo se vulneran en el 
acceso a la información en la administración pública? 
- ¿De qué forma se presenta la excepcionalidad del derecho a la 
información en la administración pública? 
- ¿Cómo influye la libertad a la información en la administración pública, 
en el derecho de acceso a la información? 
- ¿De qué forma se restringe el derecho de acceso a la información a las 
fuentes oficiales? 
- ¿Cuál es el procedimiento para acceder a la información pública, que 
protege el derecho de acceso a la información?  
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1.3 JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
El tema investigado es de mucha relevancia jurídica, social, en la Región 
Puno, incluso a nivel nacional; porque va a permitir determinar, en 
realidad cuáles son esas causas que restringen  el derecho al acceso a 
la información  en las  entidades públicas, situación que en muchos de 
los casos  vulneran el derecho de acceso a la información. 
 
El estudio del acceso a la información ya sea esta de naturaleza 
ordinaria o como acción de garantía debe ser determinada con estricta 
correspondencia con la naturaleza y magnitud de la garantía 
constitucional solicitada y a su vez, debe ser admitida obviamente 
teniéndose en cuenta el alcance de la pretensión, sin embargo en la 
realidad esta no viene produciéndose tal como al parecer es la 
orientación de su ley especial.  
 
El presente estudio se justifica por el hecho de que el acceso a la 
información pública es un derecho fundamental, previsto en el artículo 2, 
numeral 5 de la Constitución Política, pero a la vez es un derecho 
humano, como lo reconoce la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, que hace posible el ejercicio del control democrático de la 
gestión pública. 
 
En ese sentido, al tratarse de un derecho que sustenta la 
democracia, puesto que garantiza el ejercicio de diversos derechos, en 
particular, el de peticionar, solicitar información relacionada con el sector 
y de los servidores del Estado de acuerdo a ciertos criterios como: Datos 
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del expediente, Categorías Jurídicas, Normas aplicadas y Decisiones 
relevantes. 
 
No hay mucha frecuencia en la solicitud de acciones de habeas 
data, donde se prueba que en nuestra realidad peruana la tasa de 
presentación de esta garantía en los órganos competentes es 
comparativamente con otras garantías mínima, pero hay que considerar 
que es una modalidad especialísima que procura la protección de 
derechos fundamentales de la persona humana, para el caso el acceso 
a la información en usuarios del sector público caso de la Región de 
Educación Puno. 
 
Nos interesa conocer cuál es la frecuencia o nivel de incidencia de 
las acciones del acceso a la información y su protección al derecho a la 
información.  
 
Porque hasta el momento no se ha realizado constataciones 
empíricas, destinadas a establecer el uso de este derecho de garantía 
constitucional en nuestro medio y la forma cómo se ha venido tramitando 
la ejecución de la misma, tema en el cual deberá estudiarse por sus 
ejecutorias el razonamiento y la ponderación de los Magistrados y del 
Tribunal Constitucional respecto a su regulación y determinación.  
 
 
1.4 OBJETIVOS 
Para el logro de los propósitos dela investigación se han planteado los 
siguientes objetivos. 
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1.4.1. OBJETIVO GENERAL 
Determinar las restricciones del derecho y acceso a la información  en 
la administración pública de los usuarios de la Región de Educación 
Puno durante el año 2013. 
1.3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
- Identificar los diferentes aspectos del derecho individual y colectivo que 
vulneran el acceso a la información en la administración pública. 
- Analizar las formas que presenta la excepcionalidad del derecho a la 
información en la administración pública. 
- Describir la influencia de la libertad a la información en la 
administración pública y el derecho de acceso a la información. 
- Analizar la forma que restringe el derecho de acceso a la información a 
las fuentes oficiales. 
- Identificar el procedimiento para acceder a la información pública, que 
protege el derecho de acceso a la información. 
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CAPÍTULO II 
MARCO TEÓRICO DE LA INVESTIGACIÓN  
 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN  
a) ANTECEDENTES TEÓRICOS 
Desde las civilizaciones antiguas las sociedades humanas han 
debido suministrar los recursos con los cuales hacían y hacen frente a 
sus constantes necesidades. Inicialmente el grupo que controlaba el 
poder en la comunidad era el mismo que determinaba cuál era la mejor 
forma de satisfacer los requerimientos comunales. 
 
Hasta el siglo XVIII, como hemos explicado, la idea de Estado se 
encontraba confundida con la persona del monarca, baste recordar la 
frase de Luis XV, con la cual con la cual se ilustra el fenómeno de 
plenipotencia al ser él, el máximo exponente del absolutismo: "El Estado 
soy yo". Con el advenimiento de la Ilustración en occidente, la precisión 
de los elementos que integran el Estado moderno, tal y como hoy lo 
conocemos, se conformaron plenamente. El gobierno se entendió, a 
partir de las ideas de los filósofos políticos de la época, sólo como uno 
de los elementos del fenómeno estatal, al cual, la población que es la 
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esencia de la existencia del Estado, le puede organizar, estructurar y 
modificar para lograr el beneficio de la sociedad. 
 
Hoy la mayor parte de los Estados del orbe han conformado su 
estructura gubernamental según las pautas de la división de poderes; 
que fue la respuesta que Montesquieu encontró para ofrecer una 
solución al absolutismo despótico que privó en Europa hasta el fin de la 
edad Media.  
 
La Administración Pública es el contenido esencial de la actividad 
correspondiente al Poder Ejecutivo, y se refiere a las actividades de 
gestión, que el titular de la misma desempeña sobre los bienes del 
Estado para suministrarlos de forma inmediata y permanente, a la 
satisfacción de las necesidades públicas y lograr con ello el bien general; 
dicha atribución tiende a la realización de un servicio público, y se 
somete al marco jurídico especializado que norma su ejercicio y se 
concretiza mediante la emisión y realización del contenido de actos 
administrativos emitidos exprofeso. 
 
b) ANTECEDENTES DE ESTUDIO  
INTERNACIONAL 
La tesis denominada: “Características principales de la aplicación 
de la Ley N ° 20.285 sobre Transparencia de la Función Pública y de 
Acceso a la Información de los Órganos de la Administración del Estado” 
presentada por Hugo Salvador cárcamo Sánchez para optar el grado de 
10 
 
maestro en ciencia política y gobierno en la Universidad academia de 
Humanismo Cristiano de Chile concluye que: 
 
La importancia de la Transparencia en la función pública es 
trascendental para el desarrollo democrático, la confianza ciudadana, sin 
estos factores las posibilidades de contar con las condiciones mínimas 
que permita a nuestro país alcanzar niveles significativos de desarrollo 
se ven altamente obstaculizadas.  
 
La puesta en vigencia de la Ley Nº 20285, sobre Transparencia 
de la Función Pública y de Acceso a la Información de los Órganos de la 
Administración del Estado, posee una serie de desafíos, no sólo para los 
encargados de su gestión, tanto al interior de los organismos públicos, 
como para su ente fiscalizador y promotor como es el Consejo para la 
Transparencia, sino que involucra a todo la sociedad nacional.  
  
Los alcances de esta Ley, pueden significar un salto cualitativo en 
la relación entre el ciudadano y el Estado, en tanto existan las 
condiciones mínimas, necesarias para que el espíritu De la Ley, 
realmente se haga efectivo. Los organismos públicos se han visto 
obligados a dar a conocer información. 
  
Como consecuencia de la Ley de Transparencia, lo que terminan 
haciendo es filtrar la información y dar a conocer sólo aquello que les 
resulta conveniente. De esta manera, los organismos públicos estarían 
asegurando mantener una buena imagen ante la ciudadanía, a la vez 
que cumplen con lo señalado por la Ley.  
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 Existe una contradicción entre los ciudadanos que requieren de 
información y los funcionarios públicos en relación a la cultura que 
impone la norma acerca de la transparencia, para muchos ciudadanos 
no existe una "cultura de la transparencia" en el sector público. La 
cultura que se percibe es una dominada por el secretismo, la 
conveniencia y la deshonestidad; todos ellos valores que se contraponen 
con los que el concepto de transparencia engloba para los clientes 
privados. Sin embrago, dentro de los servicios públicos se percibe una 
realidad distinta ya que se percibe una mayor apertura de los servicios 
hacia la entrega de información.  
 
 Esta situación repercute de manera fundamental en el sistema 
político y en el desarrollo de la democracia, ya que los ciudadanos 
deben ser los depositarios de la confianza pública, en donde se puedan 
verificar que los servicios si poseen una cultura de la transparencia, de 
otra forma, se apodera de la conciencia colectiva la desconfianza y con 
ello, la poca predisposición a la participación ciudadana en aspectos 
fundamentales del funcionamiento del Estado.  
 
NACIONAL 
El estudio efectuado en la PUCP por Karin Castro Cruzatt titulado: 
“ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA: APUNTES SOBRE SU 
DESARROLLO EN EL PERÚ A LA LUZ DE LA JURISPRUDENCIA DEL 
TRIBUNAL” concluye que: 
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a) Si bien es cierto que la Constitución ha consagrado en los 
términos referidos en el fundamento 1. el derecho fundamental de 
acceso a la información, cuyo contenido esencial reside en el 
reconocimiento de la facultad de toda persona de solicitar y recibir 
información de cualquier entidad pública, no existiendo, por lo tanto, 
entidad del Estado o con  personería jurídica de derecho público que 
quede excluida de la obligación de proveer la información peticionada, 
también lo es que la emplazada es una entidad o persona jurídica de 
derecho privado –pues se trata de una sociedad anónima–, por lo que la 
demanda no puede ser estimada, toda vez que no se encuentra dentro 
del supuesto previsto por la precitada norma constitucional.  
 
b) Conforme se ha expresado en el acápite b del fundamento 
1, no se proporcionan –entre otras– las informaciones que expresamente 
se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. En ese orden 
de ideas, y en concordancia con el artículo 140° de la Ley N.° 26702, el 
Tribunal Constitucional entiende que, al existir una ley que prohíba a la 
emplazada –en su calidad de  empresa del sistema financiero– la  
entrega de información sobre las operaciones de sus clientes, la 
demanda no puede ser amparada. 
 
2.2.  BASES TEÓRICAS 
La información es un fenómeno propio de cualquier organización 
humana. Si bien el estudio y la importancia que ha adquirido el término 
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se ha intensificado en las últimas décadas, nos encontramos ante uno 
de los elementos que se encuentra más ligado a la vida en sociedad.  
 
Como señala VELASCO F. (1998: 28), cuando hablamos 
de información nos referimos a un fenómeno consustancial a las 
organizaciones humanas, pues sin público –sin vida en sociedad- 
no existe información.  
 
 
En este sentido, es natural que las definiciones que encontremos 
de este término sean sumamente amplias. Podemos encontrar a 
aquellos que la definen como un conjunto de datos llamados con 
frecuencia “datos primarios”; que son transmitidos desde una fuente.  
 
Esta definición, como se puede apreciar, es semejante a la de un 
sistema de comunicación, en el cual encontramos un emisor, un receptor 
y un mensaje, siendo este último elemento (el mensaje) equiparado con 
el concepto de información.  
 
Por su parte, otros autores mencionan que, en estricto, no 
cualquier dato puede ser calificado como información.  
 
Así por ejemplo VELASCO, F.(1998: 33) sostiene que 
únicamente tendrían la calidad de información aquellos datos 
“organizados por la percepción humana en estructuras de 
pensamiento, las cuales son, posiblemente en parte innatas y en 
parte adquiridas por la cultura dentro de la cual vivimos”. 
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Esta última definición hace hincapié en la información como 
organización de datos, de tal modo que el conjunto de datos que se 
piensa transmitir deben ser organizados previamente por el emisor; en 
esta misma línea hay autores que señalan que un requisito 
indispensable para la información es que se trate de mensajes dirigidos 
al público, estructurados y difundidos públicamente.  
 
Si bien las definiciones antes detalladas pueden diferir en algunos 
de sus alcances, en general, consideramos que ellas coinciden en el 
hecho de que la información tiene un contenido social, esto es, que tiene 
como un fin marcado el que sea susceptible de ser difundida a otras 
personas. Tomando ello en cuenta, para efectos del presente trabajo 
definiremos como información a aquel conjunto de datos, organizados y 
estructurados por el emisor, que buscan ser transmitidos a otro sujeto 
denominado receptor. 
 
El acceso a la información se refiere al conjunto de técnicas para 
buscar, categorizar, modificar y acceder a la información que se 
encuentra en un sistema: datos, bibliotecas, archivos, Internet. Es un 
término estrechamente relacionado con la informática, la bibliotecología  
y la archivística, disciplinas que estudian el procesado automatizado, 
clasificado y custodia de la información respectivamente.  
 
Así mismo, el acceso a la Información involucra a muchos otros 
temas, como los derechos de autor, el Código abierto, la privacidad y 
la seguridad. 
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El acceso a la información se aplica a información que ya ha sido 
procesada por el entendimiento humano o por algún tipo de sistema de 
procesamiento automático, por lo que el objetivo no es tanto encontrar la 
manera más eficiente de clasificarla y archivarla; como sí lo es encontrar 
la mejor manera de obtener de manera inequívoca la información 
deseada utilizando para ello el menor número de recursos. 
 
De otra parte, es importante tomar en cuenta que existen diversos 
criterios para clasificar los tipos de información. Podemos distinguir por 
quién es el poseedor de la información entre información estatal y 
privada. Si tomamos en cuenta el contenido de la información, la 
información puede ser pública o privada. Adicionalmente, si tomamos en 
cuenta el interés que existe sobre la información, esta podrá ser de 
interés público o privado.  
 
En el primer caso, la clasificación de los tipos de información en 
pública y privada parte por reconocer en poder de quién se encuentra la 
información.  
 
En el caso de información pública  nos referimos a toda aquella 
que se encuentra en posesión del Estado, aun cuando en algunos casos 
su contenido sea privado. Evidentemente esto se debe a que el criterio 
de clasificación adoptado no parte de la naturaleza de la información 
sino por quién la posee. En este mismo sentido, en el caso de la 
información privada esta alude a información en poder de los privados, 
16 
 
pudiendo mencionarse entre la más relevante y usual a información 
sobre: 
(i) La esfera personal o íntima de la persona;  
(ii) La creación intelectual de una persona o empresa;  
(iii) La relacionada a bases de datos personales, etc. 1 
 
2.2.1. EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
La idea de que el acceso a la información pública puede obedecer a 
varias razones, pero que las perspectivas desde las que se puede 
contemplar son fundamentalmente dos. Por un lado puede considerarse 
como una característica necesaria en la Administración Pública del siglo 
XXI. En este caso la transparencia, la voluntad de acercar la 
administración al ciudadano, de servir de mecanismo de control, de 
obtener la participación, constituyen expresiones que nos abocan a 
contemplar el derecho a acceder a la información pública desde el 
enfoque de la Administración. Se trata de un condicionante, de un 
principio más en la actuación administrativa, al igual que la eficacia, la 
jerarquía, la descentralización y la coordinación.  
 
Por otro lado, puede constituir un auténtico derecho fundamental. 
Un derecho de las personas a acceder a la información en manos de la 
Administración Pública. Esta perspectiva contempla las garantías que 
para y desde el ciudadano deben de regir para que se satisfagan el 
interés del sujeto del derecho: el derecho a saber. 
                                                          
1
 BOZA, Beatriz. “Acceso a la información del Estado. Marco legal y buenas prácticas”. Lima: 
Konrad-Adenauer-stifrung e V., 2004. p. 2.   
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Si contemplamos desde esta perspectiva el asunto, veremos que 
más que velar por el correcto funcionamiento de las Administraciones 
Públicas estamos demandando que la Administración se ponga al 
servicio del ciudadano. Lo cual significaría una auténtica revolución –
estructural, de funcionamiento, de formación - en las Administración es 
motivada por una causa exógena.  
 
Hemos apreciado que la información tiene un contenido social 
bastante marcado. Una premisa fundamental de la información es que 
potencialmente es susceptible de ser difundida. Ahora bien, debe 
advertirse que la información en la práctica no solo es difundida por 
particulares entre sí, sino que también es difundida y recibida en las 
relaciones de los privados con el Estado.  
 
Debido a ello, es importante tomar en cuenta la estrecha relación 
entre la información y el Estado. En este sentido, estas relaciones 
pueden presentarse de distintas formas, tales como: 
 
- El Estado solicita datos a los particulares: En este caso el Estado 
reclama datos de los particulares para ampliar la información que tiene 
de ellos, estos requerimientos supondrían cargas administrativas para 
los particulares.  
- El Estado se constituye en un banco de datos: En este caso el Estado 
se constituye en el depositario de información de privados o del mismo 
Estado. De acuerdo al carácter de la información, el acceso a esta 
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información podrá ser total (ejemplo: la información de Registros 
Públicos) o limitada (ejemplo: información de una institución militar). 
- El Estado emite información dirigida a individuos concretos: En este 
supuesto, el Estado emite mensajes dirigidos a un privado o conjunto 
determinado de privados. Es el caso de mensajes que responden a 
solicitudes de información de un interesado o la atención a las consultas 
que algunos administrados realizan a la entidad.  
 
El Estado emite información dirigida al público en general: En este 
caso, se  trata de mensajes dirigidos al público y que pueden dividirse a 
su vez en: (i) Advertencias: cuando el Estado especifica un 
comportamiento que se debe seguir o no. La advertencia no constituye 
un deber jurídico en sí sino que está sometida a la voluntad del receptor 
(ejemplo: la advertencia del Ministerio de Salud de que fumar tiene 
efectos perniciosos en la salud); (ii) recomendaciones: cuando el Estado 
identifica varios comportamientos posibles, aconsejando uno de ellos 
(ejemplo: el Ministerio de Energía recomienda el uso de focos 
ahorradores); (iii) avisos: cuando el Estado se limita a describir la 
ocurrencia de una situación y/o a brindar una valoración sobre un hecho, 
pero sin ofrecer una propuesta o recomendación concreta(ejemplo: los 
reportes del SENAMHI sobre el clima). 
 
Como se aprecia, las relaciones entre la información y Estado son 
variadas. Debido a ello, el contenido del derecho de acceso a la 
información pública comprenderá la posibilidad de que el Estado brinde 
información a sus ciudadanos utilizando los distintos mecanismos 
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descritos. En algunos casos la entrega de información pública se 
orientará a individuos concretos, como es el caso de la entrega de la 
copia de una partida registral o de un expediente judicial, mientras que 
en otros casos la información será dirigida a un público mayor, como es 
el caso de las advertencias, recomendaciones y avisos. 
Independientemente del mecanismo utilizado es importante destacar que 
estos no son excluyentes entre sí y, por el contrario, en nuestra vida 
diaria encontraremos que estos se van presentando simultáneamente. 
 
Sobre la base de lo señalado, debe observarse que en buena 
cuenta la finalidad que persigue el derecho de acceso a la información 
pública es que el Estado suministre información a los particulares, de tal 
forma que contribuya a que estos  adopten decisiones adecuadas para 
sus proyectos de vida individuales y colectivos. 
 
Por el lado de los alcances que la información pública tendrá para 
los proyectos individuales de las personas, baste observar que esta 
permitirá a las personas conseguir información sobre aspectos tan 
básicos como datos para una investigación, conocer detalles sobre su 
pensión de jubilación. En el caso de los alcances colectivos que la 
entrega de información pública tendrá, observaremos que esta permitirá 
que un grupo pueda saber las repercusiones de aspectos como la forma 
en la cual una entidad administra su presupuesto, y, en general, tomar 
decisiones que les conciernen de forma individual. Los alcances que la 
emisión de un reglamento podría tener en un grupo de personas o las 
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repercusiones que tendrían en el ambiente y la salud proyectos de 
inversión. 
Precisamente, en relación a este último punto, debe recordarse 
que la existencia de secretos por parte de las autoridades públicas 
constituyó y todavía constituye una práctica que debilita seriamente la 
institucionalidad de un país en vías de desarrollo como el Perú. Esto por 
cuanto encubre los errores de la administración y hace que En 
consecuencia, se evidencia que la información desde un punto de vista 
colectivo tiene un papel central en la consolidación de la institucionalidad 
de un país y de su sistema democrático.   
 
La burocracia estatal tenga menos mecanismos de control. 
Nótese, además, que el derecho de acceso a la información pública se 
sustenta en la existencia de un Estado democrático, el cual tiene como 
peculiaridad esencial promover la publicidad de todos sus actos y 
garantizar la transparencia de las actuaciones de la administración 
estatal. 
 
En este contexto, el derecho de acceso a la información pública 
coadyuva claramente al fortalecimiento de la institucionalidad del 
sistema democrático. Ello debido a que este derecho permite combatir 
de forma directa a la denominada “cultura del secreto”, esto es, aquella 
cultura donde existen “poderes secretos y ocultos que han carecido de 
todo tipo de control, fomentado además la corrupción. 
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En definitiva, es importante tener presente que un Estado 
democrático reconoce y respeta el derecho fundamental de las personas 
a solicitar y obtener la información que obra en su poder, poniendo a 
disposición de la ciudadanía, en forma accesible, todos los datos 
relacionados a la gestión de los asuntos públicos. La transparencia en la 
actuación de la administración pública contribuye a combatir la 
corrupción y produce una mayor confianza de la ciudadanía en sus 
autoridades públicas. De igual modo, contribuye en una participación 
ciudadana informada y en la vigilancia permanente de lo que ocurre en 
el Estado. 
 
El acceso a la información pública es un derecho fundamental por 
medio del cual toda persona puede tener conocimiento de la información 
que se encuentra en cualquier entidad estatal. 
 
El acceso a la información pública facilita su difusión entre los 
ciudadanos, y con ella, la formulación de críticas sobre el desarrollo de 
las actividades de la administración pública. Esto permite una adecuada 
participación de los ciudadanos en el debate sobre los asuntos públicos, 
pues sin acceso a esa información se carecería de los elementos 
necesarios para ejercer la crítica y control sobre las políticas públicas.  
 
El derecho a la información de todo ciudadano, como sostiene: 
GUTIÉRREZ  G. (2003: 484) “se presenta como una garantía 
de publicidad de los actos que lleven a cabo los archivos. De tal 
manera pues,  que a nadie puede discriminársele en la 
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información pública”. “…la finalidad del demandante es acceder al 
conocimiento de un dato de carácter público, que considere de su 
interés y que se encuentre en posesión de la autoridad estatal”. 
 
Según el jurista Javier Valle-Riestra y Otros, citando la 
jurisprudencia emitida por el Tribunal Constitucional (Exp. Nº 0905-2001-
AA/TC), el derecho de acceso a la información pública “evidentemente 
se encuentra estrechamente vinculado a uno de los contenidos 
protegidos por la libertad de información.  Al igual de lo que sucede con 
esta última, debe indicarse que el derecho de acceso a la información 
pública tiene una doble dimensión:2  
 
2.2.2. INFORMACIÓN COMO DERECHO INDIVIDUAL Y COLECTIVO 
- Como un derecho individual, en el sentido que garantiza que nadie 
sea arbitrariamente impedido de acceder a la información que guarden, 
mantengan o elaboren las diversas instancias y organismos que 
pertenezcan al Estado, sin más limitaciones que aquellas que se han 
previsto como constitucionalmente legítimas. A través de este derecho 
se posibilita, que los individuos aisladamente considerados, puedan 
trazar de manera libre su proyecto de vida, pero también el pleno 
ejercicio de sus derechos fundamentales. Desde este punto de vista, en 
su dimensión individual, “el derecho de acceso a la información se 
presenta como un presupuesto o medio para el ejercicio de  otras 
                                                          
2
 VALLE-RIESTRA, Javier, CARUITERO LECCA, Francisco y ÁNGELES GONZALES, 
Fernando. Código Procesal Constitucional,  Ed. Ediciones Jurídicas.- Lima, 2005, p. 384. 
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libertades fundamentales, como puede ser la libertad de investigación, 
de opinión o de expresión, por mencionar alguna”3.  
- Como un derecho colectivo, ya que garantiza el derecho de todas las 
personas recibir información necesaria y oportuna, a fin de que pueda 
formarse una opinión pública, libre e informada, presupuesto de una 
sociedad auténticamente democrática. Desde este punto de vista “la 
información sobre la manera como se maneja la res pública termina 
convirtiéndose en un auténtico bien público y colectivo, que ha de estar 
al alcance de cualquier individuo, no sólo con el fin de posibilitar la plena 
eficacia de los principios de publicidad y transparencia de la 
administración pública, en los que se funda el régimen republicano, sino 
también como un medio de control institucional sobre los representantes 
de la sociedad; y también desde luego, para instar el control sobre 
aquellos particulares que se encuentran en la capacidad de inducir o 
determinar conductas de otros particulares o, lo que es más grave en 
una sociedad con lo que nos toca vivir, su misma subordinación.” 
 
En consecuencia, concordando con la opinión del Tribunal 
Constitucional, el derecho de acceso a la información pública, es 
consustancial a un régimen democrático, ya que este derecho en 
referencia, no sólo constituye una concretización del principio de 
dignidad de la persona humana, sino también como un potente esencial 
de las exigencias propias de una sociedad democratizada, debido a que 
su ejercicio posibilita una formación libre y racional de la opinión pública 
                                                          
3
 Ob cit  Valle Riestra  p. 384 
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(principio de publicidad de la actuación estatal). Cabe mencionar 
también, que en nuestra sociedad peruana actual estamos en un 
proceso de democratización en el ejercicio  de estos derechos, puesto 
que existen obstáculos que impiden su pleno ejercicio por diversas 
razones y circunstancias de índole económico-político como desigualdad 
económica, el autoritarismo de los gobernantes, etc.  
 
2.2.3. EL DERECHO DE ACTUALIZACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
Está referido  a la información que se encuentra consignado en un banco 
de datos sobre cada uno de las personas. El objetivo es evitar se siga 
tomando en cuenta como verdadera o vigente una situación actualmente 
inexistente, pues se considera que el no hacer notar este cambio dentro 
del actual estado de cosas puede ocasionar graves perjuicios a la 
persona cuya información no ha sido puesta al día; verbigracia, en 
aquellos casos vinculados a personas que en su momento fueron 
requisitoriadas y que debido a ello continúan apareciendo en los 
registros judiciales y/o policiales en esa misma situación, a pesar de que 
dichas personas ya cumplieron con ponerse oportunamente a derecho. 
 
Actualizar información, genéricamente se refiere a los datos que 
ya se tienen pero que por el transcurso del tiempo pueden haber 
variado. 
 
Esto se aplica al caso del currículum vitae de alguna persona ya 
que si fue elaborado por ejemplo en el año 2012, ahora en 2013 habrá 
cambiado por ejemplo el número de teléfono, el domicilio, el grado 
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académico y hasta los diplomados o cursos realizados en el periodo que 
falta por describir. 
 
También se utiliza la mencionada actualización, cuando se tiene 
una cuenta de ahorros, crédito, etc. desde hace mucho tiempo y por 
orden de la autoridad o de la ley se debe actualizar cada determinado 
tiempo. 
 
Igualmente sucede con las biografías de personajes que aún 
viven y que fallecen a partir de la fecha de realización de la última 
biografía. También actualizan su información las enciclopedias, las 
publicaciones científicas, etc. etc. 
 
En realidad en la práctica se utiliza como sinónimo de corroborar 
o completar información. 
 
 
2.2.4. EL DERECHO DE CORRECCIÓN O MODIFICACIÓN 
Mientras el objetivo de la actualización de la información está dirigido a 
poner al día los datos que puedan tenerse a cerca de una persona, con 
la corrección o modificación se busca  la eliminación falsa de datos,  que 
ni antes ni ahora se ajustan a la verdad. Es aplicable a este derecho el 
hábeas data rectificador o correctivo, invocando el principio de calidad o 
fidelidad de la información.  
 
Es frecuente encontrar una gran diversidad e imprecisión en la 
terminología utilizada para referirse a la modificación y extinción en el 
caso del acto administrativo: 
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Los autores se refieren a un mismo tipo de modificación o 
extinción con denominaciones diversas y total o parcialmente 
superpuestas, lo que crea dificultades al lector. La extinción de un acto, 
dispuesta por la propia administración por motivos de legitimidad, es 
llamada por algunos autores invalidación, por otros anulación, por otros 
revocación por razones de ilegitimidad etc., con lo cual iguales palabras 
son utilizadas con distinto alcance según el autor de que se trate, sin que 
ello importe necesariamente diferencias en cuanto a la interpretación del 
orden jurídico. Lo mismo ocurre en materia de convalidación, 
saneamiento, ratificación, etc., de los actos administrativos. 
 
Dentro de este planteo, se advierte inicialmente que tan 
importante como la extinción del acto es su modificación, que puede 
asumir diversas facetas y consecuencias. 
 
No es solamente de saneamiento o convalidación y extinción del 
acto que ha de hablarse, sino que deben tenerse en cuenta también una 
serie de hipótesis en las cuales no hay saneamiento pero sí 
modificación, en uno u otro sentido, del acto: aclaración, reforma, 
sustitución, conversión, etc. 
 
 
2.2.5.  EL DERECHO A LA CONFIDENCIALIDAD DE LA INFORMACIÓN 
El rol de Hábeas Data es evitar que los datos que libremente facilitamos 
para que fuesen incluidos en un fichero sean trasladados sin nuestro 
consentimiento a otros bancos de datos. Puesto que la información 
personal no por el hecho de que la información de la intimidad personal 
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tenga un valor económico deja de tener fundamentalmente valores 
personales (éticos). La formación personal forma parte de la intimidad 
individual, para decidir dentro de cierto límite, cuándo y qué información 
puede ser objeto de procesamiento automatizado. 
 
La protección del derecho a la intimidad contra el uso de un 
tratamiento automatizado de datos no se plantea exclusivamente 
como consecuencia de problemas individuales sino que también 
expresan conflictos que incluyen a toda la comunidad, tanto 
nacional como internacional. La idea de la persona titular de datos 
(el afectado)  es que tiene el interés como parte de un grupo, en 
controlar el  tratamiento automatizado de datos. (CHANAME ORBE, 
Raúl  2002: 8) 
 
La defensa de la intimidad puede ser el género que amplía las 
fronteras del hábeas data, pero el derecho a la privacidad resulta más 
adecuado para recibir los bienes a tutelar en el proceso. 
 
La normatividad jurídica presupone la existencia de intereses, si 
no contrapuestos, al menos no coincidentes. La finalidad de la norma 
jurídica es pues, prevenir el conflicto de intereses, o bien, solventar el 
que ya ha surgido. 
 
Pese al elaborado desarrollo técnico de la disciplina jurídica, 
detrás de cada norma encontraremos ese intento de lograr el equilibrio 
de intereses. En el cómo se logra ese equilibrio y cuál es el punto de 
equilibrio surge la discrepancia y con ello el juicio de valor sobre la 
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justeza o no de la norma. Ese enjuiciamiento valorativo se hará, a su 
vez, en relación con los principios fundamentales del derecho cuyo 
contenido es impreciso: lo que ayer era justo hoy quizá no lo es, y a la 
inversa. 
 
Las normas reguladoras de la libertad de información no escapan 
a esa búsqueda de equilibrio de intereses. Nos proponemos aquí, no un 
análisis de la libertad de información en su doble vertiente -derecho a 
informar y de ser informado- sino un breve enfoque de un solo aspecto 
de una de esas dos vertientes: el derecho a obtener información frente a 
la administración pública. Más concretamente, el necesario equilibrio 
entre el derecho a la información y el derecho a la confidencialidad. 
 
La libertad o derecho a obtener información no puede entenderse 
como un derecho inherente a la persona humana. Los derechos 
inherentes al hombre surgen con éste, con entera independencia de 
cualquier factor externo. El derecho a la información, en el aspecto 
concreto en que aquí se analiza, no puede entenderse sino frente a una 
organización social, frente al Estado. 
 
El derecho a obtener información frente al Estado nace con éste. 
Si bien no es el Estado el que concede el derecho a la información, éste 
sí puede negar o restringir el ejercicio. Claro que en tal supuesto es 
cuestionable llamar Estado a una organización de ese tipo, en tanto que 
se niega su propio fundamento teleológico que es, en última instancia, la 
preeminencia del hombre.  
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No obstante, una discusión terminológica no es el propósito de 
este estudio. Prefiero utilizar el término Estado de Derecho para 
contraponerlo a ese tipo de organizaciones, y entiendo que sólo se 
puede hablar de Estado de Derecho, si hay respeto al derecho a la 
información (condición no suficiente pero sí necesaria). 
 
2.2.6. EXCEPCIONALIDAD DEL DERECHO A LA INFORMACIÓN  
Las excepciones al derecho de acceso a la información pública. Como 
se ha indicado, las entidades públicas sólo pueden negarse a 
proporcionar la información solicitada por cualquier persona 
amparándose en una de las excepciones contempladas en el propio 
texto constitucional “intimidad y seguridad nacional” o en leyes 
especiales. Es necesario precisar que la reserva de información es 
excepcional y como tal debe interpretarse restrictivamente, no pudiendo 
aplicarse en este caso la analogía ni la interpretación extensiva. Por lo 
demás, consideramos necesario que se precisen, a través de una ley los 
criterios básicos de las excepciones que autoricen la negativa a brindar 
información.  
 
Todos los derechos constitucionales tienen un contenido limitado, 
es decir, abarcan y protegen una zona limitada de la realidad jurídica. 
Esto significa que todos los derechos tienen unas fronteras internas que 
deben ser sacadas a la luz y determinadas en cada caso concreto. Para 
el derecho de acceso a la información y en la línea de plantear unos 
criterios hermenéuticos básicos para la definición en cada caso concreto 
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del contenido constitucional del derecho, son límites inmanentes del 
derecho de acceso los siguientes: el derecho a la intimidad; la seguridad 
nacional; y el acceso a información excluida por ley (parte final del 
primer párrafo del artículo 2.5 CP). 
 
1. El derecho a la intimidad 
La primera de las excepciones al derecho de acceso a la 
información en dependencias públicas viene conformada según el 
referido texto constitucional por la intimidad de las personas. El 
mencionado derecho no faculta a su titular a recibir información que 
afecte la intimidad de las personas. El razonamiento que sustenta esta 
excepción es muy sencillo: no puede formar parte del contenido 
constitucional de un derecho la facultad de afectar (amenazar o violar) 
otro derecho constitucional. Todos los derechos constitucionales tienen 
un contenido limitado y, entre todos ellos, lo que existe debe existir es 
una vigencia conjunta y armónica. Es decir, no pueden entrar en 
contradicción los contenidos constitucionales de los derechos entre sí; y 
no lo pueden hacer porque todos ellos son derechos de la persona, es 
decir, tienen como base una misma realidad que es una realidad 
unitaria, coherente y no contradictoria: la naturaleza humana y su 
consiguiente dignidad; y porque están contenidos en una norma que con 
base en una interpretación unitaria y sistemática, impide asumir 
interpretaciones contradictorias de los derechos constitucionales. 
 
Esta constatación lleva a realizar dos adicionales afirmaciones. En 
primer lugar, el que en el artículo 2.5 CP sólo se haga referencia a la 
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intimidad personal como excepción, no significa que se tenga derecho a 
acceder a información que afecte a la intimidad familiar. No se puede 
acceder a información que afecte a la intimidad familiar porque todos 
tenemos derecho y con rango constitucional, no sólo a la intimidad 
personal sino también a la intimidad familiar, y como ya se dijo no puede 
formar parte del contenido constitucional de un derecho la facultad de 
vulnerar otros derechos también constitucionales 
 
Y en segundo lugar, esto que se predica respecto del derecho a la 
intimidad personal y familiar puede y debe predicarse también de todos 
los demás derechos constitucionales. Es decir, no se puede entregar 
una información que pueda violar el contenido constitucional de algún 
otro derecho fundamental. La justificación es la misma a la empleada 
para sustentar la no entrega de información que afecte a la intimidad 
familiar: que el contenido constitucional del derecho de acceso a la 
información en entidades públicas no puede estar conformado por la 
facultad de violar otro derecho constitucional. 
 
Por tanto, cuando a una persona que ha solicitado información 
privada contenida en alguna dependencia administrativa se le deniega la 
solicitud, no es que se le este limitando el derecho de acceso. Sino y 
sencillamente, se está impidiendo un ejercicio extralimitado del derecho, 
es decir, se está circunscribiendo la actuación del titular a las facultades 
que le ofrece el derecho mismo, y esas facultades no suponen acceder a 
información contenida en dependencias administrativas que vulnere el 
derecho a la intimidad de las personas. 
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Pero ¿pueden las entidades públicas tener almacenada 
información potencialmente agresiva del derecho a la intimidad de las 
personas? Hay las veces en las que las dependencias administrativas se 
han colocado en la posición de recolectar información privada de las 
personas. Por ejemplo, el historial clínico de algún funcionario o 
autoridad pública; o el historial clínico de personas atendidas en centros 
de salud u hospitalarios del Estado; la información tributaria que sobre 
una persona pueda existir, incluso la información bancaria cuando se 
trate de una entidad financiera estatal; los actuados en un proceso penal 
por delitos sexuales que ha sido llevado reservadamente; etc. 
 
Frente a la posibilidad que la información contenida en las 
dependencias administrativas esté compuesta por datos personales 
referidos de los ciudadanos o datos referidos a la actividad de las 
distintas dependencias administrativas es que se puede afirmar que el 
contenido constitucional del derecho de acceso a información en 
dependencias estatales sólo abarca aquella información de relevancia 
pública. Esta es otra manera de decir lo que ya se ha dicho: que el 
contenido constitucional del derecho de acceso a la información no 
contiene la facultad de acceder a información que atente contra la 
intimidad de las personas. 
 
Por ello, debido a que las entidades públicas pueden poseer 
información considerada propia de la vida privada de las personas, es 
que se debe reafirmar que el derecho constitucional que ahora se 
comenta, sólo habilita para acceder a información que no es personal, es 
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decir, sólo habilita a acceder a información pública. Esta información 
pública ha sido definida por el Tribunal Constitucional: “la exigencia de 
que la documentación se encuentre financiada por el presupuesto 
público es irrazonablemente restrictiva de aquello que debe considerarse 
como ‘información pública’. Lo realmente trascendental, a efectos de que 
pueda considerarse como ‘información pública’, no es su financiación, 
sino la posesión y el uso que le imponen los órganos públicos en la 
adopción de decisiones administrativas, salvo, claro está, que la 
información haya sido declarada por ley como sujeta a reserva” 
 
Con acierto se ha dispuesto en el Texto Único Ordenado (TUO) 
de la Ley 27806, aprobado por decreto supremo 043-2003-PCM, que 
“[e]l derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido 
respecto de lo siguiente: (…) 5. La información referida a los datos 
personales cuya publicidad constituya una invasión de la intimidad 
personal y familiar. La información referida a la salud personal, se 
considera comprendida dentro de la intimidad personal. En este caso, 
sólo el juez puede ordenar la publicación sin perjuicio de lo establecido 
en el inciso 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Estado” 
(artículo 17). 
 
Por lo demás y a su manera el Tribunal Constitucional ha sido 
claro y enfático al establecer que las informaciones que afectan a la 
intimidad de las personas no tienen cobertura constitucional en el 
contenido constitucional del derecho de acceso a información en 
entidades públicas. Así, tiene manifestado que “uno de los límites a los 
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cuales se encuentra sujeto el derecho de acceso a la información lo 
constituye aquellas informaciones que afectan la intimidad personal. En 
efecto, el derecho de acceso a la información registrada en cualquier 
ente estatal no comprende aquella información que forma parte de la 
vida privada de terceros. Y la información relativa a la salud de una 
persona, como se establece en el inciso 5) del artículo 17° del Texto 
Único Ordenado de la Ley N.° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, se encuentra comprendida dentro del derecho a 
la intimidad personal”. 
 
2. La seguridad nacional 
Una segunda excepción o parámetro delimitador del contenido 
constitucional del derecho de acceso a la información en dependencias 
administrativas viene conformada por la seguridad nacional, concebida 
como un bien jurídico reconocido y garantizado por el texto 
constitucional. Pues bien, dentro de la lógica del concepto de contenido 
constitucional y límites internos de los derechos constitucionales, se 
debe afirmar que el contenido constitucional del derecho de acceso a la 
información en dependencias públicas no abarca la facultad de acceder 
a datos que pongan en riesgo la seguridad nacional . 
 
En este caso el razonamiento es bastante parecido al formulado 
para el derecho a la intimidad: no puede formar parte del contenido 
constitucional de un derecho la facultad de atentar contra un bien jurídico 
constitucional. Los bienes jurídicos constitucionales no tienen por base la 
naturaleza de la persona humana al menos no directamente como en el 
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caso de los derechos constitucionales, que fue la que nos sirvió 
anteriormente para fundamentar que un derecho constitucional no podía 
contener la facultad de vulnerar otros derechos constitucionales. 
 
El fundamento, ahora, es la misma Constitución. Si los derechos 
constitucionales tienen un contenido que se empieza a formular desde el 
texto constitucional mismo, y la Constitución debe ser interpretada como 
un todo unitario y sistemático (criterio de interpretación unitaria y criterio 
de interpretación sistemática de la Constitución), entonces y para lo que 
ahora interesa no puede ser verdad que el contenido constitucional del 
derecho de acceso a la información abarque la facultad de agredir un 
bien jurídico constitucional. Si se admite lo contrario, entonces debe 
admitirse igualmente que no es posible una interpretación unitaria ni 
sistemática de la Constitución, que ésta es una norma contradictoria y 
por ello imposible de llegar a regir efectiva y plenamente. 
 
Por tanto, el derecho de acceso a información en las 
dependencias públicas no faculta a su titular a acceder a información 
cuya salida o divulgación ponga en riesgo la seguridad nacional del 
Estado peruano.  
 
En este caso también no se trata de que cuando se deniega a un 
ciudadano información de esta naturaleza se esté limitando o 
restringiendo su derecho constitucional; sino que lo que en estricto se ha 
evitado es un ejercicio fuera de los contornos que dibujan los límites 
inmanentes del derecho, es decir, un ejercicio extralimitado del mismo. 
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La posibilidad de afectar la seguridad nacional ha sido el motivo 
que ha llevado al TUO de la Ley 27806, a establecer dos listas largas de 
supuestos de información respecto de los cuales no podrá ser ejercido el 
derecho de acceso a información en dependencias públicas. Se trata de 
información definida por la propia ley como secreta (artículo 15) y como 
reservada (artículo 16). 
 
El Tribunal Constitucional ha tenido oportunidad de definir la 
seguridad nacional en contraposición a la seguridad ciudadana, dando 
razones para afirmar que son dos conceptos distintos. Ha manifestado el 
Alto Tribunal que “el concepto de Seguridad Nacional no debe 
confundirse con el de seguridad ciudadana. 
 
Aquélla implica un peligro grave para la integridad territorial, para 
el Estado de Derecho, para el orden constitucional establecido: es la 
violencia contra el Estado y afecta los cimientos del sistema 
democrático, (…). Supone, pues, un elemento político o una ideología 
que se pretende imponer, y sólo puede equipararse a la seguridad 
ciudadana por excepción o emergencia, cuando ésta es perturbada 
gravemente. La seguridad ciudadana normalmente preserva la paz, la 
tranquilidad y la seguridad de los ciudadanos, sin mediar el factor político 
y/o el trasfondo ideológico en su vulneración. Quien delinque contra la 
seguridad ciudadana, no se propone derrocar o amenazar al régimen 
político constitucionalmente establecido, a fin de imponer uno distinto o 
una distinta ideología (…). La necesidad comprensible, real y legítima, 
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de combatir la delincuencia común organizada en bandas armadas 
responde, más bien, al objetivo de preservar el orden interno o la 
seguridad ciudadana, que a la finalidad de proteger el Estado de 
Derecho, el régimen constitucional o la integridad territorial; es decir, que 
al bien jurídico de la seguridad nacional. La delincuencia común, aún 
organizada en bandas armadas, carece de la motivación 
políticoideológica que es elemento constitutivo del delito de terrorismo 
que atenta contra la seguridad nacional” . 
 
3. Información excluida por ley 
Entre las excepciones expresamente mencionadas (el derecho a 
la intimidad personal y la seguridad nacional) se encuentra una 
excepción más: las informaciones expresamente excluidas por la ley. 
Después de la Constitución, es la ley la expresión normativa más 
democrática y que ocupa el segundo nivel en el rango normativo. 
La ley, entendida como manifestación de la voluntad popular en la 
medida que es aprobada a través de mecanismos democráticos 
(mayorías) por los representantes de los ciudadanos, es la forma jurídica 
más idónea para desarrollar los distintos preceptos constitucionales. 
 
De ahí que se haya admitido la existencia de una reserva de ley 
cuando se trata del desarrollo de las normas constitucionales que 
reconocen derechos. Para empezar, “cuando se estatuye una reserva 
legal sobre una materia determinada, esa reserva implicará que sólo el 
Parlamento tendrá iniciativa sobre la referida materia, limitándose el 
Ejecutivo únicamente a complementarlas con posterioridad y según lo 
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establecido en la ley que desarrolla el precepto constitucional”. 
Esta reserva de ley referida en particular de los derechos 
constitucionales ha sido puesta de manifiesto y aplicada por el Tribunal 
Constitucional, quien tiene afirmado que “el principio de reserva de ley 
impone que cualquier disposición que tenga por objeto directo la 
regulación de derechos constitucionales o que, aun cuando de manera 
indirecta, incida en ella, debe ser objeto exclusivo y excluyente de ley, 
mas no de fuentes normativas de jerarquía inferior”. Y es que para el 
mencionado Tribunal, el principio de reserva de ley cumple “una función 
de garantía individual, al fijar un límite a las posibles intromisiones 
arbitrarias del Estado en los espacios de libertad de los ciudadanos” 
 
Por lo que ahora conviene resaltar, sólo por ley por oposición a la 
norma reglamentaria administrativa se puede abordar el desarrollo del 
precepto constitucional que recoge el derecho de acceso a la 
información en dependencias públicas, luego podrá intervenir el 
reglamento, siempre según los cauces que la misma ley imponga. Sólo 
por ley se puede ir delimitando el contenido constitucional del referido 
derecho de acceso. Precisamente por eso es que se entiende 
perfectamente que se haya recurrido a la ley para que sea mediante este 
procedimiento normativo que se defina informaciones que quedan fuera 
del contenido del derecho constitucional de acceso, en especial de la ya 
mencionada ley 27806 y sus modificatorias, recogidas en el también 
mencionado TUO. 
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Cuando se habla de ley ¿se está haciendo referencia sólo a la 
norma tramitada y aprobada por el Parlamento? ¿O es que se puede 
considerar también por ejemplo a un decreto legislativo como ley a 
efectos de la excepción que ahora se comenta? 
 
Se puede argumentar tanto a favor de una como de otra 
posibilidad, porque para ambas posturas existen razones defendibles. 
Por eso es que resulta importante conocer el criterio por el que se ha 
decantado el Supremo intérprete de la Constitución Peruana. 
El Tribunal Constitucional ha sido bastante claro a este respecto cuando 
ha mencionado que el principio de reserva legal en general para la 
regulación de cualquiera de los derechos constitucionales que se 
encuentren sujetos a dicho principio, o que no estándolo, se encuentren 
dentro del ámbito del principio de legalidad (artículo 2º, inciso 24), a), no 
puede entenderse como una reserva a cualquier tipo de normas a las 
que el ordenamiento pueda haber conferido el rango de ley, como puede 
ser el caso de la Ordenanza Municipal, sino como una reserva de acto 
legislativo, por virtud del cual las restricciones y límites de los derechos 
constitucionales tengan que contar necesariamente con la intervención 
del Poder Legislativo, bien sea para que éste directamente los regule (a 
través de una ley ordinaria, o de exigirlo la Constitución, por una ley 
orgánica) o bien para que dentro de un ámbito bastante preciso, previsto 
en la ley autoritativa, confiera por delegación la facultad de regularlos. 
 
La respuesta, por tanto, a la pregunta planteada arriba es que 
además de la ley, sólo el decreto legislativo está habilitado para entrar a 
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desarrollar la normatividad constitucional de un derecho. Para lo que a la 
excepción que se comenta se refiere, significa que tanto por ley como 
por decreto legislativo se podrá establecer que una determinada 
información está vedada al acceso y conocimiento del público. 
 
Esta es una respuesta correcta al menos por las siguientes dos 
razones. Primero, en uno y otro caso existe la intervención del 
Parlamento, en uno directamente (en la ley), indirectamente en el otro 
(decreto legislativo). El Parlamento perfectamente puede delegar al 
Ejecutivo por ejemplo la facultad de legislar sobre una materia referida a 
la seguridad nacional e incluso habilitarlo para que decida qué 
información dentro de un contexto de amenaza de la seguridad nacional 
debe permanecer lejos del alcance de los particulares. Y la ley 
autoritativa no será una ley inconstitucional porque la seguridad nacional 
no es una materia cuya delegación haya sido prohibida por el actual 
texto constitucional. 
 
Por lo demás, el Parlamento mantiene la potestad de legislar, de 
modo que puede emitir una ley derogando o modificando aquellos 
decretos legislativos que a su entender se han excedido de las 
facultades delegadas; labor de control que en segunda instancia puede 
ser desarrollada por el poder judicial en referencia a casos concretos, o 
por el Tribunal Constitucional que analice en abstracto la 
constitucionalidad de los decretos legislativos a través de una demanda 
de inconstitucionalidad. 
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La segunda razón es que en definitiva lo realmente importante y 
decisivo no es que una determinada información haya sido excluida del 
derecho de acceso por ley o por decreto legislativo. Lo realmente 
importante es que se trate de una exclusión razonable y que, por tanto, 
se ajuste plenamente al principio de proporcionalidad.  
 
Es decir, y esto debe quedar bien claro, ni el Parlamento ni ningún 
otro órgano constitucional está habilitado para vulnerar la Constitución. 
Muy por el contrario, la Constitución es una norma jurídica y además 
fundamental que vincula de manera efectiva a sus destinatarios, al poder 
político en general y al legislador en particular si la Constitución ha 
reconocido el derecho de acceso a la información en dependencias 
administrativas, este derecho no puede ser violado por el legislador.  
 
El legislador no podrá disponer nada que haga inútil al derecho, lo 
desnaturalice y le haga perder su sentido y finalidad. Por ejemplo, si el 
legislador establece expresamente que se excluye del derecho de 
acceso a la información en dependencias administrativas los 
documentos que refieren el gasto que el ministerio de educación ha 
hecho de su presupuesto, esa ley no será constitucional, estará 
desnaturalizando el derecho mismo. 
 
Esto quiere decir que aun pensando en el Parlamento como único 
habilitado a regular sobre el contenido del derecho constitucional y, por 
tanto, para establecer las informaciones que pueden y que no pueden 
ser objeto de acceso, no está habilitado a disponer lo que sea y a 
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incorporar arbitrariamente cualquier información a la lista de 
informaciones no accesibles por parte de la ciudadanía. Tampoco lo 
estará el Ejecutivo, aún actuando en ejercicio de facultades legislativas 
delegadas. Sólo a través de una previsión legislativa que se ajuste al 
principio de razonabilidad o de proporcionalidad se puede establecer 
legislativamente que una información no puede ser suministrada por la 
entidad administrativa, sin con ello vulnerar el contenido constitucional 
del derecho de acceso. Hoy en día, por tanto, con el texto constitucional 
actual es posible argumentar que el decreto legislativo vale como ley a 
efectos de disponer expresamente la información que no puede ser 
entregada por la dependencia administrativa cuando le sea solicitada en 
ejercicio del derecho recogido el artículo 5.2 CP. 
 
A manera de conclusión preliminar: Nuevamente la doctrina del 
contenido constitucional de los derechos fundamentales así como la 
doctrina de la doble dimensión de los mismos, nos ha permitido formular 
algunos criterios hermenéuticos que serán de especial utilidad para 
definir en cada caso concreto lo que cae dentro de lo que cae fuera del 
campo constitucional protegido por cada derecho, en buena cuenta, para 
definir el contenido constitucional del derecho de acceso a información 
en entidades públicas.  
 
La dimensión subjetiva o de libertad de este derecho habilita a su 
titular a solicitar de cualquier entidad estatal toda información que obre 
en su poder, sin expresar causa o interés alguno, y a recibirla dentro de 
un plazo razonable. 
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La dimensión objetiva o prestacional obliga al Poder político (en 
su actuación legislativa, ejecutiva y judicial) a fomentar la plena vigencia 
de este derecho fundamental en cumplimiento del deber de promoción 
de los derechos humanos que tiene atribuido. Esta obligación, entre 
otras cosas, supone que la información que se entregue al administrado 
debe ser completa, actualizada, precisa, verdadera y oportuna. 
Complementariamente, en la definición de una y otra dimensión debe 
tenerse en cuenta que el contenido constitucional de este derecho no 
abarca la solicitud ni la entrega de información cuyo suministro pueda 
afectar cualquier otro derecho o bien jurídico constitucional, así como 
aquella información que de modo proporcionado y razonable haya sido 
excluida por ley como suministrable a través de la invocación de este 
derecho de acceso a información en entidades públicas. 
 
La Seguridad Nacional. Cierto tipo de información puede ser 
excluida del acceso al público cuando se ampara en razones de 
seguridad nacional. Sin embargo, la experiencia ha demostrado que 
dicha expresión ha sido utilizada de manera exagerada y arbitraria. Por 
ello, la Defensoría del Pueblo planteó en su informe Nº 48 que era 
preciso establecer criterios objetivos que permitan delimitar el concepto 
de seguridad nacional desde una perspectiva democrática y en función 
de la protección de la persona humana.  
 
Y es que se trata de un concepto “omnicomprensivo” o de 
contornos imprecisos que otorga un especial poder al órgano que define 
si determinada materia pueda ser calificada como tal. Indudablemente 
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nos encontramos frente a una situación delicada que debe ser resuelta 
en primer lugar a nivel legislativo y, en su caso, a nivel jurisprudencial, 
ya que es la propia Constitución, en su artículo 163º, al disponer que «el 
Estado garantiza la seguridad de la Nación mediante el Sistema de 
Defensa Nacional», la que ha vinculado el concepto de seguridad 
nacional con el de defensa nacional.  
 
En efecto, un primer análisis de la citada norma constitucional 
evidencia que existe una relación de dependencia entre las expresiones 
«seguridad nacional » y «defensa nacional», dado que la defensa 
nacional es el medio que garantiza la seguridad nacional, que en este 
caso sería la finalidad a cumplirse. Complementariamente, en el artículo 
1º del Decreto Legislativo Nº 743 - Ley del Sistema de Defensa Nacional, 
se establece la misma idea al disponer que: “Artículo 1º.- La Defensa 
Nacional es la adopción permanente e integral de las previsiones y 
acciones que garanticen la independencia, la soberanía y la integridad 
del país. El Estado garantiza la seguridad de la nación en sus ámbitos 
interno y externo a través de la Defensa Nacional”.  
 
En consecuencia, la acepción jurídica de «seguridad nacional» 
cobra sentido si la vinculamos a la protección de la independencia, 
soberanía e integridad del país, tanto en el ámbito interno y externo. De 
ahí que, no resulta consistente que el documento oficial «Política de 
Defensa Nacional del Estado Peruano» con carácter normativo para el 
Sistema de Defensa Nacional contemple como objetivos aspectos tan 
diversos vinculados al concepto de defensa nacional, el cual se concibe 
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de forma muy amplia, y que no sólo tienen que ver con el mantenimiento 
de la soberanía, independencia e integridad del territorio, sino que se 
incluye además el mantenimiento del sistema democrático y del orden 
interno, la erradicación del tráfico ilícito de drogas, la participación en el 
proceso de desarrollo nacional, el fortalecimiento de la identidad 
nacional, la conservación del medio ambiente, la erradicación de la 
pobreza y de la delincuencia común organizada, etc.  
 
En el mismo sentido, el artículo 5° del Decreto Legislativo Nº 743 
señala que “toda persona que por razón de su cargo o función toma 
conocimiento de alguna información relacionada con la Defensa 
Nacional, está obligada a guardar la reserva que corresponde a su 
clasificación de seguridad” por lo que, según el concepto amplio de 
defensa nacional que hemos citado, cualquier funcionario podría 
ampararse en esta limitación para negar información de carácter público, 
que en principio no tendría el carácter de reserva. De otra parte, el 
Decreto de Urgencia Nº 035-2001, sobre acceso ciudadano a 
información sobre finanzas públicas, en su artículo 9º, señala lo 
siguiente: “Artículo 9º.- El acceso a la información fiscal sólo podrá ser 
limitado en los siguientes casos: 9.1 Cuando dicha información pueda 
afectar la defensa o seguridad nacional, lo cual deberá ser debidamente 
sustentado; así como aquella cuyo conocimiento público pueda afectar 
los intereses del país en negociaciones o tratados internacionales; o 
aquella de circulación meramente interna o parte de un procedimiento en 
trámite, hasta la conclusión del mismo”. Cabe puntualizar que el decreto 
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de urgencia es una norma legal extraordinaria dictada en materia 
económica y financiera, cuando así lo requiere el interés nacional y con 
cargo de dar cuenta al Congreso de la República, a tenor de lo dispuesto 
por el artículo 118º inciso 19º de la Constitución del Estado. Es una 
norma de carácter excepcional y temporal, más no tiene ni debe tener el 
carácter de permanente. 
 
Las restricciones por motivos de seguridad nacional sólo serán 
válidas cuando estén orientadas a proteger la integridad territorial del 
país y en situaciones excepcionales de extrema violencia que 
representen un peligro real e inminente de colapso del orden 
democrático. Una restricción sobre la base de la seguridad nacional no 
es legítima si su propósito es proteger los intereses de gobierno y no de 
la sociedad en su conjunto.  
 
De otro lado, cabe precisar que aún los documentos o 
informaciones clasificados como “secretos” por afectar la seguridad 
nacional, tienen en la legislación comparada un tratamiento temporal, es 
decir, pueden ser “desclasificados” en todo o en parte luego de cierto 
tiempo, cuando desaparecen las causas que motivaron su calificación 
como información reservada o secreta, y cualquier persona o la prensa 
puede tener acceso a ellos. De lo que se trata en última instancia, y esa 
es la propuesta de la Defensoría del Pueblo, es de avanzar hacia un 
concepto de “seguridad democrática” que trate de encontrar un equilibrio 
entre la seguridad nacional y el respeto a los derechos fundamentales, 
donde el principal objeto de protección sea la persona humana.  
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En esta dirección, podrían excluirse del alcance del público los 
datos cuya divulgación podría debilitar al Estado en su conjunto frente a 
algún enemigo interno (grupo armado) o externo (otro Estado, actual o 
potencial enemigo), en el entendido que en la sociedad democrática la 
seguridad de la nación es la seguridad de las personas de vivir en paz y 
de contar con los medios necesarios para una existencia digna. Por lo 
expuesto, consideramos necesario precisar los alcances de esta 
restricción, ya que ella no puede quedar librada al arbitrio de cualquier 
funcionario público, debiendo establecerse legislativamente pautas 
objetivas para la calificación de la información como de “seguridad 
nacional”, y también la posibilidad de un control adecuado de tales 
medidas administrativas.  
 
Así por ejemplo, no creemos que la situación remunerativa, de 
pensiones o de cualquier otro beneficio económico del personal militar o 
policial pueda ser considerado “secreto” o “reservado”, atribuyéndole la 
categoría de información que afecta la “seguridad nacional”. De ahí que 
resulte importante la promulgación del Decreto Supremo Nº 052-2001-
PCM, el cual establece disposiciones aplicables a las adquisiciones o 
contrataciones de bienes, servicios u obras que se efectúen con carácter 
de secreto militar o de orden interno, con lo cual se busca dotar de la 
mayor transparencia posible a una de las actividades que, según todos 
los indicios, generó uno de los mayores niveles de corrupción en la 
administración estatal en tiempos recientes. Dicha norma establece en 
su artículo 1º que tienen el carácter de secreto militar o de orden interno 
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la contratación o adquisición de bienes, servicios u obras que directa o 
indirectamente revelen cuadros de organización del personal; la 
naturaleza, ubicación, cantidad y operatividad del material bélico 
disponible; la ubicación o distribución de las fuerzas o dependencias 
militares o policiales estratégicas. Ciertamente, puede resultar discutible 
que tenga el carácter de secreto la información que pueda revelar los 
cuadros de organización de personal de las Fuerzas Armadas o 
Policiales, más aún si tenemos en cuenta que el artículo 3.3. del Decreto 
de Urgencia Nº 035-2001, norma de rango superior al Decreto Supremo 
y que regula el acceso ciudadano a las finanzas públicas, establece la 
obligación de publicar información relacionada con el personal de toda 
entidad del sector público. Sin embargo, consideramos que dicho 
dispositivo aporta puntuales parámetros respecto de qué información 
tiene carácter de secreto militar o de orden interno y constituye una 
precisión del término genérico u omnicomprensivo de “seguridad 
nacional”, pues la información que está normándose se circunscribe a 
aquella vinculada a la contratación o adquisición de bienes, servicios u 
obras, cuyo público conocimiento pondría en riesgo la seguridad 
nacional. 
 
El principio de excepcionalidad tiene una importante repercusión 
en el campo de la información, ya que analiza la relación existente entre 
determinados derechos personales y el propio derecho a la información. 
Entendemos por la palabra “excepcionalidad” todo aquello que tiende a 
alejarse de la regla común. Y como regla general, nuestro ordenamiento 
49 
 
ha querido otorgar una especial protección a todos aquellos derechos y 
libertades reconocidos en una parte de su articulado que ha denominado 
con el término “dogmático”. Los conocemos con el nombre derechos 
fundamentales si bien su terminología no sería estrictamente correcta. 
 
Durante mucho tiempo se ha sostenido que los derechos 
fundamentales estaban íntimamente ligados a la naturaleza humana, por 
lo que debían considerarse absolutos. Es fácil entender esta postura por 
dos motivos: de una parte, la fundamentación iusnaturalista que inspiró 
los primeros textos, por lo que cualquier vulneración de tales derechos 
se hubiera concebido como un hecho contra natura; y de otra, el periodo 
histórico en el que nos encontraríamos, en el que comienzan a caer las 
monarquías absolutas, abriéndose un horizonte desconocido de libertad, 
enalteciendo hasta la sublimidad unos derechos recién adquiridos4.  
 
En cualquier caso, actualmente la concepción de los derechos 
fundamentales, dotados de carácter absoluto está ampliamente 
superada, o lo que es lo mismo, el carácter limitado de los derechos es 
hoy una evidencia que no admite contestación alguna5. 
 
Hay que tener en cuenta que los límites del sistema jurídico no 
son exclusivos de los derechos fundamentales, sino que abarcan la 
totalidad del ordenamiento, por lo que cualquier norma podría verse 
afectada por determinados límites.  
                                                          
4
 FERNÁNDEZ-GALIANO, Antonio/CASTRO DE CID, Benito, “Lecciones de Teoría del 
Derecho y Derecho Natural”, Universitas. Madrid, 1993. pág. 429. 
5
 FERNÁNDEZ SEGADO, Francisco, “La dogmática de los Derechos Humanos”, Ediciones 
Jurídicas. Lima, 1994. pág. 100. 
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Son aquellos datos mediante los cuales pueden determinarse 
aspectos considerados básicos dentro del desarrollo de nuestra 
personalidad, aspectos que si son puestos en conocimiento de la opinión 
pública sin nuestro consentimiento podrían provocarnos daños 
irreparables, estimándose como información sensible a toda aquella 
relacionadas con nuestras presencias sexuales, militancia política, 
opción religiosa o condiciones de salud. La confidencialidad de la 
información. 
Como señala R. Chaname Orbe,(2002:7)  Implica prohibir 
que el responsable del registro la haga pública, salvo que por 
imperio de la ley hubiere obligación de difundirla. Esto mismo sólo 
será posible si dicha obligación es razonable, en la relación con el 
interés público que la hubiere justificado. 
 
El objetivo es el de conseguir la eliminación  de toda información 
“sensible” de cualquier banco de datos, salvo que una prescripción legal 
debidamente fundamentada o el mismo carácter  del banco de datos lo 
impidan. 
 
2.2.7.  EL DERECHO A LA AUTODETERMINACIÓN INFORMATIVA 
Está reconocido en el Inc. 6) del Art. 2 de la C.P.E. Tiene por objeto 
proteger la intimidad personal o familiar, la imagen y la identidad frente al 
peligro que representa el uso y la eventual manipulación de los datos a 
través de los ordenadores electrónicos. Por otro lado “aunque su objeto 
sea la protección de la intimidad, el derecho a la autodeterminación 
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informativa no puede identificarse con el derecho a la intimidad, personal 
o familiar, reconocido, a su  vez, por el Inc. 7) del mismo Art. 2 de la 
Constitución. Ello se debe a que mientras éste protege el derecho a la 
vida privada, esto es, el poder jurídico de rechazar intromisiones 
ilegítimas en la vida íntima o familiar de las personas, aquel garantiza la 
facultad de todo individuo de poder preservarla controlando todo el 
registro, uso y revelación de datos que les conciernen”.6 
 
Tampoco el derecho a la autodeterminación informativa debe 
confundirse con el derecho a la imagen, que protege básicamente la 
imagen del ser humano, derivada de la dignidad  de la que se encuentra 
investido;  mientras que el derecho a la autodeterminación informativa, 
en este extremo, garantiza que la persona sea, capaz de disponer y 
controlar el tipo de datos que sobre él se hayan registrado, a efectos de 
preservar su imagen derivada de su inserción en la vida en sociedad. 
 
También se diferencia del derecho a la identidad personal, esto 
es,  del derecho a que la proyección social de la propia personalidad no 
sufra interferencias o distorsiones a causa de la atribución de ideas, 
opiniones o comportamientos diferentes de aquellos que el individuo 
manifiesta en su vida en sociedad. 
 
En ese sentido, por su propia naturaleza, “el derecho a la 
autodeterminación informativa, siendo un derecho subjetivo tiene la 
característica de ser prima facie y de modo general, un derecho de 
                                                          
6
 VALLE-RIESTRA, Javier, CARUITERO LECCA, Francisco y ÁNGELES GONZALES, 
Fernando, Op. Cit., p. 379. 
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naturaleza relacional, pues las exigencias que demandan su respeto, se 
encuentran muchas veces vinculadas a la protección de otros derechos 
constitucionales” (Sentencia del Tribunal Constitucional: Exp. Nº 1797-
2002-HD/TC). 
 
2.2.8. LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
La Administración Pública está al servicio de los ciudadanos y 
ciudadanas y se fundamenta en los principios de honestidad, 
participación, celeridad, eficiencia, transparencia, rendición de cuentas y 
responsabilidad en el ejercicio de la función pública, con sometimiento 
pleno a la ley y al derecho. 
 
El término “Administración Pública” se identifica de modo 
tradicional con el Estado. De igual manera, en los diccionarios de 
términos jurídicos se menciona a la Administración Pública como “el 
Poder Ejecutivo en acción con la finalidad de cumplir y hacer cumplir 
cuanto interesa a la sociedad en las actividades y servicios públicos”.  
 
En la legislación peruana el concepto de Administración Pública ha 
ido variando con el transcurrir de los años, siendo pertinente hacer una 
evaluación de los textos de las normas que han regulado el tema 
administrativo a efectos de poder apreciar el mencionado concepto.  
La doctrina postula el carácter antibiológico del vocablo, en virtud que 
adopta dos significados distintos, e inclusive contrapuestos: 
a. Actividad, es decir, a la realización de una acción para el logro de uno 
o varios asuntos, o mejor dicho, a la gestión de esos asuntos.  
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b. A la Persona u Organización que realiza la acción o gestión.  
 
De acuerdo a Gutiérrez G. (2005:78) "La Administración 
Pública está al servicio de los ciudadanos y ciudadanas y se 
fundamenta en los principios de honestidad, participación, 
celeridad, eficiencia, transparencia, rendición de cuentas y 
responsabilidad en el ejercicio de la función pública, con 
sometimiento pleno a la ley y al derecho" 
 
Podemos definir la Administración Pública como el contenido 
esencial de la actividad de correspondiente al Poder Ejecutivo, y se 
refiere a las actividades de gestión, que el titular de la misma 
desempeña sobre los bienes del Estado para suministrarlos de forma 
inmediata y permanente, a la satisfacción de las necesidades públicas y 
lograr con ello el bien general, dicha atribución tiende a la realización de 
un servicio público, y se somete al marco jurídico especializado que 
norma su ejercicio y se concretiza mediante la emisión y realización del 
contenido de actos administrativos emitidos exprofeso. 
 
EL HÁBEAS DATA Y LOS DERECHOS DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN  
El HD ha sido regulado en el artículo 200 inciso 3 de la CP93, en los 
siguientes términos: “Son garantías constitucionales, (…) la Acción de 
Hábeas Data, que procede contra un hecho u omisión, por parte de 
cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza los 
derechos a que se refiere el artículo 2 incisos 5 y 6 de la Constitución”. 
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Como se aprecia, el Habeas Data, contemplado como acción de 
garantía en nuestra CP937, protege los derechos de acceso a la 
información pública y el de autodeterminación informativa (incisos 5 y 6 
del artículo 2 de la Constitución Política del año 1993)8 
 
El proceso en estudio es de trascendental importancia, pues, a 
través de su utilización se puede acceder a información que poseen las 
entidades públicas, desterrando la cultura del secreto y fomentando el 
accionar transparente de las mismas, así como posibilita tener un control 
sobre el manejo que determinadas personas hacen de nuestros datos 
personales. 
 
A continuación nos ocuparemos de cada uno de los derechos 
protegidos por el proceso constitucional analizado, precisando casos en 
los cuales procede interponer una demanda ante su vulneración. 
 
Derecho de Acceso a la Información Pública: 
Este derecho no se encuentra expresamente establecido con este 
nombre en la Declaración Universal de Derechos Humanos, ni en el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, tampoco en la 
Convención Americana de Derechos Humanos. Sin embargo, se 
considera que su protección se puede derivar de la regulación del 
derecho a la libertad de información, que se recoge en los instrumentos 
internacionales antes mencionados. 
                                                          
7
 Código Procesal Constitucional, Editorial Palestra, primera edición, agosto del 2004, pp. 98-
99) 
8
 Ídem pp 101. 
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 En el ámbito nacional lo encontramos regulado en el artículo 2º 
inciso 5 de la Constitución Política de 1993, en los siguientes términos:  
 
“Toda persona tiene derecho (…) a solicitar sin expresión de 
causa la información que requiera y a recibirla de cualquier 
entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga su 
pedido. Se exceptúan las informaciones que afectan la intimidad 
personal y las que expresamente se excluyan por ley o por 
razones de seguridad nacional (…)”9 
 
El desarrollo de este artículo se hizo en principio mediante 
Decreto Supremo Nº 018-2001-PCM. Luego, mediante Ley Nº 27806, 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, modificada por 
Ley Nº 27927. Posteriormente, mediante Decreto Supremo Nº 043-2003-
PCM, se aprobó el Texto  Único  Ordenado  (TUO) de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, siendo reglamentada 
por Decreto Supremo Nº 072-2003-PCM. Finalmente, el CPC también ha 
regulado este derecho en el artículo 61º inciso 1.  
 
Explicaremos a continuación los alcances del derecho de acceso 
a la información pública, teniendo en cuenta los instrumentos jurídicos 
anteriormente mencionados y sentencias del TC peruano. 
 
a) Personas que pueden solicitar información: De lo establecido en el 
artículo 2 inciso 5 de la CP 93 se desprende que cualquier persona tiene 
derecho a solicitar información, incluyendo a las personas jurídicas 
                                                          
9
 Código Procesal Constitucional, Editorial Palestra, primera edición, agosto 2004, pp. 104) 
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privadas, las cuales, según ha señalado el Tribunal Constitucional en el 
Expediente Nº 905-2001-AA/TC, son también titulares de algunos 
derechos fundamentales10, entre ellos el derecho de acceso a la 
información pública11. 
 
Entidades obligadas a entregar información: En el artículo 2 inciso 
5 de la CP93 se señala que el derecho de acceso a la información 
pública se puede ejercer ante las entidades públicas. Según el artículo 2 
del TUO de la Ley Nº 27806, a efectos de la ley, debe entenderse por 
entidades de las Administración Pública a las señaladas en el artículo I 
del Título Preliminar de la Ley Nº 27444, Ley de Procedimiento 
Administrativo General. En este artículo se considera como “entidad” o 
“entidades” de la Administración Pública a: El Poder Ejecutivo, 
incluyendo Ministerios y Organismos Públicos Descentralizados; el 
Poder Legislativo; el Poder Judicial; los Gobiernos Regionales; los 
Gobiernos Locales, en sus dos subniveles de gobierno, esto es, 
provinciales y distritales; los organismos constitucionales autónomos; 
entidades y organismos, proyectos y programas del Estado que 
desarrollan actividades en mérito a una potestad administrativa; y las 
personas jurídicas bajo el régimen privado que prestan servicios públicos 
o ejercen función administrativa, en virtud de concesión, delegación o 
autorización del Estado. 
 
Al respecto, el Tribunal Constitucional Peruano, en el Expediente 
Nº 3619-2005-HD/TC, declaró fundada una demanda de Habeas data 
                                                          
10
 http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2002/00905-2001-AA.html  
11
 En el expediente Nº 4972-2006-PA/TC 
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presentada contra la Caja de Beneficios y Seguridad Social del 
Pescador, entidad con personería jurídica de derecho privado, que 
administraba un régimen especial de seguridad social.12 El TC ha 
precisado también que se puede exigir la entrega de información a los 
notarios13 y a los Colegios Profesionales.14 
 
Un asunto que considero importante aclarar es respecto a la 
procedencia de emplazar a un Ministerio con una demanda de HD, si el 
documento de fecha cierta mediante el cual se requirió previamente la 
información15 fue dirigida a una Dirección Regional de este Ministerio. 
Sobre este particular, el TC peruano ha validado esta posibilidad en los 
expedientes Nº 1323-2007-HD/TC16 y 01277-2007-HA/TC17 
 
b) Información a la que se puede acceder: De una revisión del artículo 
61 inciso 1 del CPC, la información que puede solicitarse es la que 
generen, produzcan, procesen o posean  las entidades públicas, incluida 
la que obra en expedientes terminados o en trámite, estudios, 
dictámenes, opiniones, datos estadísticos, informes técnicos y cualquier 
otro documento que la administración pública tiene en su poder, 
cualquiera que sea la forma de expresión, ya sea gráfica, sonora, visual, 
electromagnética o que obre en cualquier otro tipo de soporte material.  
                                                          
12
 Sentencia en http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2006/03619-2005-HD.html  
13
Expediente Nº 301-2004-HD/TC en http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2004/00301-2004-
HD.html  
14
Expediente Nº 1851-2002-HD/TC en http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2004/01851-2002-
HD.html  
15
 Prescrito en el artículo 62 del Código Procesal Constitucional 
16
 Http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2008/01323-2007-HD.html 
17
 http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2008/01277-2007-HD.pdf 
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Así, por ejemplo, en los Expedientes Nº 1323-2007-HD/TC. y 
01277-2007-HA/TC, el TC declaró fundadas las demandas de HD, ante 
la negativa del Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, de 
entregar información a unos ciudadanos respecto al modo y forma que 
se actuó ante solicitudes de calificación por la Comisión Ejecutiva creada 
por el artículo 6° de la Ley N.° 27803, respecto del despido arbitrario 
bajo la forma de cese irregular de los que fueron objeto18. 
 
c) Información a la que no se puede acceder. Excepciones al derecho 
de acceso a la información pública: 
El derecho de acceso a la información pública admite límites a su 
ejercicio, habiéndose regulado en nuestra legislación el tipo de 
información que no puede entregarse. Así, de lo establecido en el 
artículo 2 inciso 5 del texto constitucional de 1993, se aprecia que se 
exceptúan del derecho de acceso a la información aquellas que afectan 
la intimidad personal y las que expresamente se excluyan por ley o por 
razones de seguridad nacional. Además, se señala que el secreto 
bancario y la reserva tributaria pueden levantarse a pedido del Juez, del 
Fiscal de la Nación o de una Comisión Investigadora del Congreso con 
arreglo a ley y siempre que se refieran al caso investigado. 
 
En el TUO de la Ley Nº 27806, se ha clasificado las excepciones 
al derecho de acceso a la información pública en Información Secreta 
(relacionada con la seguridad nacional), Información Reservada 
(relacionada con la seguridad nacional en el orden interno, cuya 
                                                          
18
http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2008/01323-2007-HD.html 
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revelación podría implicar un riesgo a la integridad territorial y/o 
subsistencia del sistema democrático) e Información Confidencial 
(secreto bancario, tributario, comercial, industrial, tecnológico, bursátil, 
expedientes referidos a investigaciones en trámite respecto al ejercicio 
de la potestad sancionadora,  la intimidad personal y familiar. 
 
Así, por ejemplo, no se puede exigir entrega de información 
referente a las personas que contrajeron VIH en Cajamarca durante el 
año 2007 (Información Confidencial). Tampoco respecto a la estrategia 
de defensa nacional que tenemos ante eventuales agresiones externas 
(Información Secreta) 
 
d) Solicitar información sin expresión de causa: 
Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir información de cualquier 
entidad de la Administración Pública, sin necesidad de expresar la causa, es 
decir, sin necesidad de señalar los motivos y finalidad del pedido de 
información. 
 
El TC peruano, en el Expediente Nº 950-2000-HD/TC señaló que: 
 
“Es además otra característica del derecho en cuestión la 
ausencia de expresión de causa o justificación de la razón por la 
que se solicita la información, este carácter descarta la necesidad 
de justificar la petición en la pretensión de ejercer otro derecho 
constitucional (v.gr. la libertad científica o la libertad de 
información) o en la existencia de un interés en la información 
solicitada, de modo tal que cualquier exigencia de esa naturaleza 
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es simplemente inconstitucional; por ello no resulta aceptable el 
alegato de la emplazada en el sentido de la ausencia de interés 
de la demandante para recibir la información solicitada”19 
 
e) Plazo legal que tiene la autoridad para entregar la información: 
Una vez presentada la solicitud, la autoridad tiene siete (07) días útiles para 
entregar la información. Excepcionalmente, puede prorrogarse a cinco (05) 
días útiles adicionales, siempre y cuando sea difícil encontrar la información 
requerida. En este supuesto, la autoridad está obligada a comunicar la 
ampliación antes del vencimiento del primer plazo. De no hacerlo se 
entiende que el pedido ha sido denegado. (Artículo 11º inciso b) del TUO de 
la Ley Nº 27806) 
 
f) Responsabilidades que se generan por la negativa a entregar 
información: 
Si la autoridad obligada a entregar la información no lo hace en el plazo 
previsto legalmente, se generan responsabilidades de carácter 
administrativo y penal.  
a. Responsabilidad Administrativa: Se sanciona por la comisión 
de una falta grave. 
b. Responsabilidad Penal: Se configura el delito de Abuso de 
Autoridad (artículo 377 del Código Penal) 
 
g) Costo de la reproducción: De una revisión de los artículos 20 del TUO de 
la Ley de Acceso a la Información Pública, así como del artículo 13 del 
                                                          
19
 Véase texto completo de la resolución en http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2001/00950-
2000-HD.html 
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Decreto Supremo Nº 072-2003-PCM, se aprecia que el solicitante de la 
información deberá abonar sólo el importe correspondiente a los costos de 
reproducción de la información requerida. En ningún caso se podrá incluir el 
pago por remuneraciones e infraestructura como conceptos vinculados a la 
entrega de información (tales como derecho de trámite, derecho de 
búsqueda) Cualquier cobro adicional resulta manifiestamente ilegal. 
 
Sin embargo, a pesar de esta regulación, existen varias entidades 
que establecen cobros excesivos, que superan ampliamente el costo de 
reproducción, lo cual constituye una vulneración del derecho de acceso 
a la información pública. Al respecto, el TC, en el expediente Nº 9125-
2006-HD/TC, declaró fundada una demanda de HD presentada contra el 
Director General de Administración del Ministerio de Justicia, al 
considerar que la tasa especificada como costo de reproducción en el 
TUPA de esta entidad, equivalente a S/ 0,56 por cada copia simple, 
afectaba lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley Nº 27806, “toda vez que 
sobrepasaría inclusive los precios de copia simple que se ofrecen en el 
mercado y en esa medida vulnera el derecho de acceso a la información 
pública del demandante”.20 
 
2.2.9.  CARACTERÍSTICAS    DEL    DERECHO   DE   ACCESO   A   LA  
        INFORMACIÓN PÚBLICA 
Información cierta, actual, precisa y completa. Carácter instrumental, 
autonomía diferencias con otros derechos 
                                                          
20
 Ver expediente http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2007/09125-2006-HD.pdf . 
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El derecho de acceso a la información que obra en poder de las 
entidades públicas comprende la facultad de obtener información «cierta, 
actual, precisa y completa» (Exp. Nº 1797-2002-HD/TC, F.J. Nº 15), es 
decir, una entrega parcial y falsa no satisface las exigencias 
constitucionales del mismo. Como lo ha indicado el Tribunal 
Constitucional este derecho «en su faz positiva (…) impone a los 
órganos de la Administración pública el deber de informar», mientras que 
«en su faz negativa, exige que la información que se proporcione no sea 
falsa, incompleta, fragmentaria, indiciaria o confusa» (Exp. Nº 1797- 
2002-HD/TC, F.J. Nº 16). 
Además, se trata de un «derecho instrumental», pues a través de 
su ejercicio permite satisfacer otros derechos de las personas. Así lo ha 
entendido el Tribunal Constitucional en el caso «Wilo Rodríguez 
Gutiérrez» (Exp. Nº 1797-2002-HD/TC, sentencia de 29 de enero del 
2003, F.J. Nº 10). Y es que, por ejemplo, permite ejercer el derecho de 
participación en la medida que obliga a las autoridades a informar sobre 
el uso de los fondos públicos; garantiza el derecho al medio ambiente 
sano pues permite obtener un estudio de impacto ambiental, o permite el 
ejercicio de la libertad de expresión pues para expresar una opinión se 
requiere contar con información suficiente, etc. Aunque presenta 
similitudes con los derechos de información y petición, se trata de un 
derecho autónomo cuyo contenido es distinto y que cuenta con un 
proceso constitucional específico –hábeas data– para su tutela. Se 
distingue del derecho de información en que el objeto del mismo se 
agota en obtener la información (copias, videos, etc.) que obra en poder 
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de entidades públicas. En cambio, el objeto de la libertad de información 
es más amplio pues comprende los derechos: 
 
a) A comunicar libremente información veraz por cualquier medio de 
comunicación; derecho que a su vez comprende el de buscar y obtener 
información (aspecto activo). 
b) A recibir información en iguales condiciones (aspecto pasivo)» y no se 
circunscribe a las entidades públicas, sino que comprende la 
información con la que cuentan los sujetos privados. 
 
De otro lado, aunque existe una mayor similitud con el derecho de 
petición presenta una diferencia sustancial pues este consiste en 
solicitar a la autoridad competente algo a lo que no necesariamente se 
tiene derecho, y la autoridad sólo está obligada a responder en el plazo 
de ley.  
 
Un derecho con una doble dimensión: ¿una libertad preferida? 
El Tribunal Constitucional ha resaltado la doble dimensión –
individual y colectiva– del derecho de acceso a la información pública. 
Así por ejemplo lo sostuvo en la sentencia de 29 de enero del 2003 (Exp. 
Nº 1797-2002-HD/TC, «Caso Wilo Rodríguez Gutiérrez», F.J. Nº 10) al 
precisar que: «(…), se trata de un derecho individual, en el sentido de 
que garantiza que nadie sea arbitrariamente impedido de acceder a la 
información que guarden, mantengan o elaboren las diversas instancias 
y organismos que pertenezcan al Estado, sin más limitaciones que 
aquellas que se han previsto como constitucionalmente legítimas. A 
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través de este derecho se posibilita que los individuos, aisladamente 
considerados, puedan trazar, de manera libre, su proyecto de vida, pero 
también el pleno ejercicio y disfrute de otros derechos fundamentales. 
Desde esta perspectiva, (…) el derecho de acceso a la información se 
presenta como un presupuesto o medio para el ejercicio de otras 
libertades fundamentales, como puede ser la libertad de investigación, 
de opinión o de expresión, por mencionar alguna (…)». Asimismo, en 
dicha sentencia (F.J. Nº 11) señaló que el citado derecho «(…) tiene una 
dimensión colectiva, ya que garantiza el derecho de todas las personas 
de recibir la información necesaria y oportuna, a fin de que pueda 
formarse una opinión pública, libre e informada, presupuesto de una 
sociedad auténticamente democrática (…)». Posteriormente, en la 
sentencia de 6 de abril de 2004 en el caso «Julia Eleyza Arellano 
Cerquen» (Exp. N° 2579-2003-HD/TC-Lambayeque, F.J. 5) agregó que 
«el derecho de acceso a la información pública es consustancial a un 
régimen democrático». De ahí la indudable relación entre el acceso a la 
información y el principio democrático. Por ello, afirmó el Tribunal que 
cuando su ejercicio «contribuye a la formación de una opinión pública, 
libre e informada, éste tiene la condición de libertad preferida» (Exp. Nº 
1797-2002-HD/TC, F.J. Nº 11). 
 
Esta afirmación no significa que haya derechos más importantes 
que otros –una «jerarquía de derechos»– sino que exige un control 
jurisdiccional más intenso para determinar la validez de sus posibles 
restricciones. De esta manera, un Estado democrático debe reconocer y 
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respetar el derecho fundamental de las personas a solicitar y obtener la 
información que obra en su poder y poner a disposición de la ciudadanía 
en forma accesible todos los datos relacionados con la gestión de los 
asuntos públicos. Y es que la transparencia en la actuación de la 
administración pública contribuye a combatir la corrupción y produce una 
mayor confianza de la ciudadanía en sus autoridades públicas.  
 
Asimismo, al facilitarse la fiscalización de la gestión pública, se 
logra una participación informada y se fomenta una vigilancia ciudadana 
conocedora de lo que ocurre en el Estado. 
 
2.2.10. LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
La información que se puede solicitar a una entidad pública puede 
haber sido producida por ella o encontrarse en su poder aunque no la 
haya producido directamente. Así lo dispone el artículo 10° de la Ley 
según el cual: Las entidades de la Administración Pública tienen la 
obligación de proveer la información requerida si se refiere a la 
contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido 
creada u obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su 
control. Asimismo, para los efectos de esta Ley, se considera como 
información pública cualquier tipo de documentación financiada por el 
presupuesto público que sirva de base a una decisión de naturaleza 
administrativa, así como las actas de reuniones oficiales. 
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El Tribunal Constitucional (caso Julia Eleyza Arellano Serquen, 
Exp. N° 2579-2003-HD/TC-Lambayeque F.J. Nº 12) ha cuestionado los 
alcances del segundo párrafo de dicha norma al señalar que: «la 
exigencia de que la documentación se encuentre financiada por el 
presupuesto público es irrazonablemente restrictiva de aquello que 
debe considerarse como información pública. Lo realmente 
trascendental, a efectos de que pueda considerarse como información 
pública, no es su financiación, sino la posesión y el uso que le imponen 
los órganos públicos en la adopción de decisiones administrativas, 
salvo, claro está, que la información haya sido declarada por ley como 
sujeta a reserva. 
Resulta importante esta precisión frente a la limitada redacción del 
artículo 10° de la Ley que circunscribe la información pública a su 
financiamiento por el presupuesto público, pues aclara que el citado 
criterio legal es importante más no determinante para decidir cuándo 
una información es pública.  
 
En ese sentido, conviene recordar que, en estricto, toda la 
información en poder de las administraciones se rige por el principio de 
publicidad, según el cual, la información en poder del Estado se 
presume pública. De esta obligación general de publicidad y su 
correspondiente presunción, se deriva que la obligación de entregar 
información por parte de las entidades se genera con la mera posesión 
de la información solicitada. Además, el artículo 13° de la Ley dispone 
que la solicitud de información no implica la obligación de las entidades 
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de la Administración Pública de crear o producir información con la que 
no cuente o no tenga obligación de contar al momento de efectuarse el 
pedido. Y agrega que tampoco permite que los solicitantes exijan a las 
entidades que efectúen evaluaciones o análisis de la información que 
posean.  
 
Es decir, este derecho comprende la posibilidad de solicitar y 
obtener información que exista en una entidad pública o que debería 
existir, más no permite exigir que se cree nueva información o que la 
misma sea analizada por la entidad pública.  
 
En este sentido, en ejercicio de este derecho se puede obtener 
información relativa a la estructura remunerativa de los niveles, montos, 
números de funcionarios y empleados de entidades públicas (Exp. Nº 
1071-98-HD/TC); documentos contenidos en los protocolos y archivos 
de un Notario Público (Exp. Nº 301-2004-HD/TC); informes y 
evaluaciones efectuadas por el Consejo Nacional de la Magistratura de 
magistrados no ratificados (Exp. Nº 2579-2003-HD/TC), entre otras. 
Ahora bien, si la entidad requerida no posee la información, pero conoce 
su ubicación y destino –sea porque la poseyó o por cualquier otra razón– 
el literal b) del artículo 11º del TUO de la Ley Nº 27806, le exige informar 
de estas circunstancias al solicitante.  
 
De este modo, se debe identificar a la entidad de destino o que 
posee la información y ciertamente indicar el documento con el que fue 
remitida. Ahora bien, esta obligación de información debe 
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complementarse con lo establecido en los artículos 82º y 130º de la Ley 
Nº 27444, Ley del procedimiento administrativo general.  
 
El primero de ellos establece el supuesto de declinatoria de 
competencia por parte de algún órgano administrativo que se considere 
incompetente para la tramitación de un asunto, que en este caso sería 
una solicitud de acceso a la información. Dicho artículo 82º señala que 
en estos casos, el órgano administrativo deberá remitir directamente las 
actuaciones al órgano que considere competente, con conocimiento del 
administrado.  
 
A su turno y siguiendo esta misma lógica, el mencionado artículo 
130º dispone que cuando las entidades reciban escritos –en nuestro 
caso solicitudes de acceso a la información– respecto de los cuales 
estimen que son incompetentes, deberán remitirlos directamente a la 
entidad que consideren competente, comunicando dicha decisión al 
administrado.  
 
En caso de no tener certeza respecto de la entidad competente, 
deberá comunicarse ello al ciudadano a efectos de que adopte la 
decisión que mejor convenga a su derecho. Finalmente, cabe agregar, 
que a veces se presentan interpretaciones peculiares cuando se solicita 
información contenida en expedientes administrativos, pues suele 
decirse que ella se encuentra regulada por la Ley del procedimiento 
administrativo general, Ley N° 27444, y en consecuencia sólo pueden 
solicitarlas quienes son parte en el procedimiento y no un tercero. Esta 
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restrictiva interpretación ha sido superada por el Código Procesal 
Constitucional, cuyo artículo 61º inciso 1 precisa el contenido del 
derecho de acceso a la información –que es tutelado por el hábeas 
data– indicando que dentro de la información pública están incluida 
aquella que «obra en expedientes terminados o en trámite, estudios, 
dictámenes, opiniones, datos estadísticos, informes técnicos y cualquier 
otro documento que la administración pública tenga en su poder. 
 
Transparencia y principio de publicidad 
Es relevante mencionar que el artículo 3º de la Ley acoge 
expresamente el principio de publicidad, que identifica a todo Estado 
democrático, y además establece una presunción al señalar en su inciso 
1) que «Toda información que posea el Estado se presume pública, 
salvo las excepciones expresamente previstas por (…) la presente Ley». 
Así lo expresó el Tribunal Constitucional en el caso «Julia Eleyza 
Arellano Serquen» (Exp. N° 2579-2003-HD/TC, F.J. 5) al indicar que «la 
publicidad en la actuación de los poderes públicos constituye la regla 
general, y el secreto, cuando cuente con cobertura constitucional, la 
excepción». 
 
 
En consecuencia, ante la existencia de una duda razonable sobre 
si la información es pública o no lo es, debe presumirse lo primero. Con 
ello se pretende dejar atrás una tradición inversa, según la cual ante la 
duda el funcionario público prefiere no entregar la información solicitada 
o pedir autorización expresa para hacerlo. 
70 
 
Procedimiento de acceso y costo 
El artículo 11o de la Ley regula el procedimiento de acceso, 
precisando que la entidad pública deberá brindar la información 
solicitada en un plazo no mayor de siete días útiles, el cual se podrá 
prorrogar en forma excepcional por cinco días adicionales, si existen 
circunstancias que hagan inusualmente difícil reunir la información 
solicitada. De no mediar respuesta en los plazos establecidos, el 
solicitante puede considerar denegado su pedido. Un aspecto relevante 
nos parece lo mencionado por el artículo 12o al indicar que «sin perjuicio 
de lo dispuesto en el artículo anterior, las entidades de la Administración 
Pública permitirán a los solicitantes el acceso directo y de manera 
inmediata a la información pública durante las horas de atención al 
público». Es decir, existe información que debería entregarse de 
inmediato sin necesidad de esperar el plazo antes indicado. 
 
El Tribunal Constitucional, como ya se ha señalado, considera 
que la entidad pública debe brindar «la información solicitada en 
términos, mínima o elementalmente, razonables, lo que supone que esta 
deberá ser cierta, completa, clara y, además, actual» (Exp. Nº 0007-
2003-AI/TC, sentencia de 2 de julio de 2004, F.J. Nº 3). Y es que 
carecería de sentido que la administración brinde información falsa o 
parcial. Asimismo, nos parece particularmente importante lo dispuesto 
por el artículo 20° de la Ley según el cual el solicitante sólo debe abonar 
«el importe correspondiente a los costos de reproducción de la 
información requerida» y, además, que expresamente se indique que 
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«cualquier costo adicional se entenderá como una restricción al ejercicio 
del derecho regulado por esta Ley, aplicándose las sanciones 
correspondientes». En consecuencia, no pueden exigirse pagos 
especiales por concepto de «derecho de búsqueda o de información», 
sino que sólo deberá pagarse el costo real de la fotocopia o de la 
impresión del documento solicitado. Esto lo reitera el artículo 13o del 
Reglamento de la Ley cuando señala que «En ningún caso se podrá 
incluir dentro de los costos el pago por remuneraciones e infraestructura 
que pueda implicar la entrega de información, ni cualquier otro concepto 
ajeno a la reproducción». De esta manera, la Ley pretende facilitar el 
acceso a la información pública, evitando costos exagerados como en 
diversas ocasiones ha ocurrido en el país. 
 
2.2.11. EXCEPCIONES AL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
2.2.11.1. RESERVA LEGAL PARA EL ESTABLECIMIENTO DE EXCEPCIONES 
El derecho de acceso a la información pública no es absoluto. De 
acuerdo con el artículo 2º inciso 5 de la Constitución, las excepciones 
a su ejercicio pueden estar referidas a informaciones que afectan la 
intimidad personal, la seguridad nacional, el secreto bancario, la 
reserva tributaria y las que expresamente se excluyen por ley. Así lo 
ha entendido el Tribunal Constitucional en su sentencia de 21 de 
enero del 2004 (Caso «Nuevo Mundo Holding S.A.», Exp. Nº 1219-
2003, F.J. Nº 7) al señalar que: «ni siquiera la condición de libertad 
preferida de la que goza el derecho de acceso a la información hace 
de ella un derecho constitucional que no pueda ser objeto de 
limitaciones. Como se encarga de recordar el propio inciso 5) del 
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artículo 2° de nuestra Ley Fundamental, su ejercicio no es absoluto, 
sino que está sujeto a límites o restricciones que se pueden derivar, 
ya sea de la necesidad de armonizar su ejercicio con otros derechos 
de la misma clase (v. gr. derecho a la intimidad personal), o bien por 
la necesidad de salvaguardar bienes constitucionalmente relevantes 
(v. gr. la seguridad nacional), y siempre que éstas hayan sido 
expresamente previstas por ley».  
En consecuencia, sólo a través de una ley –nunca de un 
reglamento– pueden establecerse las excepciones legítimas a este 
derecho fundamental. Esta última es, precisamente, la Ley No 27806, 
Ley de transparencia y acceso a la información pública, la cual 
inicialmente fue cuestionada por no haber sido lo suficientemente 
precisa al regular las excepciones.  
 
Tal situación fue corregida por la Ley No 27927 la cual 
desarrolla de mejor manera las excepciones al acceso a la 
información, especialmente aquellas referidas a la seguridad nacional 
–«una idea subdesarrollada en el plano conceptual, y cargada de 
emotividad e irracionalismo en su plasmación práctica»–, que se 
caracterizaban por su amplitud y ambigüedad. 
 
2.2.11.2. INFORMACIÓN SECRETA, RESERVADA Y CONFIDENCIAL 
La Ley vigente distingue tres tipos de información: a) secreta –ámbito 
militar y de inteligencia (artículo 15o)–, b) reservada –ámbito policial y 
de relaciones exteriores (artículo 16o)– y c) confidencial –intimidad, 
secreto bancario, reserva tributaria, etc. (artículo 17o)–. Además, 
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establece un plazo de clasificación y un procedimiento de 
desclasificación.  
 
Por su parte, el Reglamento establece un registro de la 
información de acceso restringido (artículo 20o). La Ley ha pretendido 
dejar atrás un esquema de clasificación ambiguo e impreciso como el 
que existía hasta antes de su vigencia. Así por ejemplo, el concepto 
de seguridad nacional fue utilizado de manera exageradamente 
amplia, tal como se aprecia de los manuales de clasificación de 
información de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional del Perú 
que acogieron criterios injustificados para mantener en reserva la 
información que tenían en su poder. Dichos manuales utilizaron hasta 
cinco tipos de clasificación de información que no era de acceso 
público (secreta, estrictamente secreta, reservada, estrictamente 
reservada y confidencial). Tales clasificaciones han sido superadas 
por la actual Ley de acceso a la información. 
 
2.2.11.3. CONTROL DE LA NEGATIVA A BRINDAR INFORMACIÓN 
El artículo 18º de la Ley señala que «la información contenida en las 
excepciones señaladas en los artículos 15º, 16º y 17º son accesibles 
para el Congreso de la República, el Poder Judicial, el Contralor 
General de la República y el Defensor del Pueblo». De esta manera 
se garantiza el control de la información clasificada como secreta, 
reservada o confidencial. En el Perú no se ha optado por el modelo 
que existe en otros países que cuentan con administraciones 
independientes que resuelven sobre las negativas a las solicitudes de 
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acceso a la información. Es decir, para calificar una información como 
secreta, reservada o confidencial no basta con que exista una norma 
legal o una decisión administrativa que así lo determine. Lo relevante 
es determinar si la negativa a entregar la información respeta los 
principios de razonabilidad y proporcionalidad. 
 
2.2.1.2. RESPONSABILIDAD POR LA NEGATIVA ARBITRARIA DE  
BRINDAR INFORMACIÓN 
El Decreto Supremo No 018-2001-PCM, que regulaba un 
procedimiento de acceso a la información pública –actualmente 
derogado–, señaló que el incumplimiento de lo establecido en dicha 
norma por funcionarios o servidores de las entidades del sector 
público daba origen a las sanciones establecidas en la Ley de bases 
de la carrera administrativa y de remuneraciones del sector público y 
en el Texto Único Ordenado de la Ley de productividad y 
competitividad laboral.  
 
Esto se dispuso porque constituye un deber de la 
administración y de las autoridades, funcionarios y servidores 
públicos otorgar la información requerida por cualquier persona, 
salvo cuando dicha información se encuentre dentro de las 
excepciones taxativamente previstas en la Constitución o en leyes 
especiales. En la actualidad, el artículo 4o de la Ley de transparencia 
y acceso a la información pública señala que: «Los funcionarios o 
servidores públicos que incumplieran con las disposiciones a que se 
refiere esta Ley serán sancionados por la comisión de una falta 
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grave, pudiendo ser incluso denunciados penalmente por la comisión 
de delito de Abuso de Autoridad a que hace referencia el Artículo 
376° del Código Penal».  
 
El citado artículo del Código Penal establece que: «El 
funcionario público que, ilegalmente, omite, rehúsa o retarda algún 
acto de su cargo, será reprimido con pena privativa de libertad no 
mayor de dos años y con treinta a sesenta día-multa». Resultaba 
indispensable establecer responsabilidades y sanciones ante el 
incumplimiento de las obligaciones establecidas por la citada ley para 
evitar la subsistencia de una «cultura del secreto». Y es que, como 
bien afirma Ernesto Villanueva, «un derecho sin sanciones 
correlativas al deber que implica suele quedarse en buenas 
intenciones, sobre todo en las democracias emergentes» 
 
Sin embargo, nos parece que la norma no ha sido lo precisa 
que hubiera sido deseable para establecer las sanciones que en 
estos casos resulte pertinente imponer. En todo caso, hasta el 
momento se desconoce si en la actualidad un funcionario público ha 
sido sancionado por incumplir con brindar la información solicitada. 
 
2.2.13.  MEDIDAS   PARA   PROMOVER   LA   TRANSPARENCIA   EN   EL  
   ESTADO 
La Ley contiene un conjunto de disposiciones que tratan de promover 
la transparencia en la administración estatal. Y es que el Estado no 
sólo debe entregar la información que las personas le soliciten 
76 
 
expresamente, sino además, debe dictar medidas que pongan a 
disposición de la ciudadanía la información y que garanticen, de esa 
manera, el escrutinio público y la vigilancia social. La fiscalización de 
las entidades públicas a través de la sociedad civil resulta fundamental, 
destacando en el Perú la labor de promoción de la transparencia que 
cumplen el Consejo de la Prensa Peruana, el Instituto Prensa y 
Sociedad y Ciudadanos al Día. En esta dirección, la Ley establece 
diversas obligaciones a las entidades de la administración pública. 
Entre ellas podemos mencionar: 
 
* La designación de un funcionario en cada entidad que sea 
responsable de entregar la información (artículo 3o), así como de 
un funcionario responsable de la elaboración de los portales de 
Internet (artículo 5o); 
* La obligación de prever una adecuada infraestructura, así como 
la organización y publicación de la información (artículo 3o); 
* La obligación de contar con portales de transparencia que 
difundan en los plazos previstos por la Ley a través de Internet los 
datos generales de la entidad que incluyan las disposiciones y 
comunicados emitidos, su organización, organigrama y 
procedimientos; las adquisiciones de bienes y servicios que 
realicen; y la información adicional que la entidad considere 
pertinente (artículos 5º y 25º ); * La prohibición de destruir la 
información que posea la entidad (artículo 18o); 
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* La obligación de la Presidencia del Consejo de Ministros de 
remitir un informe anual al Congreso de la República dando 
cuenta de las solicitudes de información atendidas y no atendidas. 
La Presidencia del Consejo de Ministros deberá reunir de todas 
las entidades de la administración pública dicha información 
(artículo 19o); 
* La publicación trimestral de información sobre finanzas públicas 
y la obligación de remitirla a la vez al Ministerio de Economía y 
Finanzas para que sea incluida en su portal de Internet. 
 
Pese a la expresa obligación legal, podemos constatar que no 
todas las entidades públicas vienen cumpliendo con tales obligaciones. 
No obstante, es preciso destacar que a partir de la vigencia del TUO de 
la Ley Nº 27806 se ha constituido a iniciativa de distintas 
administraciones públicas oficinas o comisiones de transparencia.  
 
Estas oficinas están orientadas a la promoción de prácticas de 
buen gobierno, la ética pública así como la transparencia en la gestión; 
difundiendo y capacitando en los alcances del derecho de acceso a la 
información pública y las obligaciones derivadas del TUO de la Ley Nº 
27806.  
 
En otros casos, funcionan además como una suerte de oficinas 
consultivas o asesoras en materia de atención de pedidos de 
información, implementación de la legislación sobre acceso a la 
información pública y políticas institucionales de transparencia. 
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2.2.14. LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  
La Administración Pública Peruana se constituye por una multiplicada 
de entidades, no teniendo una definición precisa en la normatividad 
peruana. Así para efectos procedimentales, la ley 27444 la define de un 
modo amplio, sin embargo para otros efectos como los fiscales 
(presupuestarios y de transparencia) se restringen su ámbito. 
 
Por lo anterior se considera, para su entendimiento, necesario 
describir extensamente esta variable del presente trabajo de 
investigación. La organización operativa del Estado, la Administración 
Pública, es necesario considerarla en su integridad, a efectos de tener 
una cabal idea del ámbito en el cual se realiza la gestión de intereses, 
segunda variable general del presente trabajo. 
 
Por ello, se estudia en esta parte el diseño del Estado peruano, 
desde su perspectiva operativa: el denominado sector público.  
 
Se Define como administración Pública el conjunto de tareas 
realizadas por quienes trabajan en agencias  del gobierno, estadales o 
locales. Este concepto incluye  organizaciones sin ánimo de lucro 
(hospitales, módulos, colegios, etc.); es la coordinación de los 
esfuerzos para llevar a cabo una política económica concreta y, en 
general, una política social cuyas directrices están marcadas por el 
gobierno de la nación.  
 
En consecuencia significa primordialmente las labores de las 
empresas civiles que se encarga, por mandato legal de tramitar los 
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trabajos públicos que se les han asignado. Sin embargo, los negocios 
públicos pueden abarcar ámbitos políticos distintos y en esa forma la 
administración pública puede ser de carácter internacional o nacional; 
puede ser de tipo, estatal o departamental, municipal o urbana. Puede 
abarcar también las actividades de tipo legislativo, puesto que existe 
mucho de administración en la elaboración de las leyes. Abarca así 
mismo las funciones de las cortes en su papel de administradores de la 
justicia; a las oficinas civiles y militares que dependen directamente o 
no del ejecutivo etc.; de la rama ejecutiva, de la rama legislativa, de la 
rama judicial, de la rama militar, etc. 
 
Por lo que respeta a la actividad específica de la aplicación, 
podría a su vez, referirse a administración de personal, de presupuesto, 
de materiales, financiera, etc. 
 
La administración concentra su estudio en aquellos aspectos de 
organización, procedimientos y método que son comunes a la mayoría 
de las oficinas administrativas. La aplicación del cuerpo de 
conocimiento de ésta disciplina a cualquier función especial como, la 
de salubridad puede conducirnos desde el nivel municipal al estatal, al 
nacional y aún al internacional. Puede tener idénticos problemas en 
áreas diferentes, como salubridad, educación o comunicaciones o 
puede ir de una función gubernamental como el arresto y detención de 
un delincuente, a una cuasi gubernamental o cuasi-comercial, como la 
atención de una planta eléctrica. 
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La Administración pública es una rama dentro del campo más 
amplio de la administración. Se puede decir que la administración 
pública es una especie mientras que la administración es un género. El 
término "administración" es el sustantivo derivado del verbo 
"administrar", que a su vez es una combinación del latín ad + ministrare 
que significa "servir". El diccionario dice que "administrar" es manejar o 
dirigir; de tal manera que, administración significa la dirección de 
asuntos. 
La palabra "pública", en relación con la administración ha 
adquirido una connotación especial: Significa "gubernamental", o del 
gobierno. Por lo tanto, administración pública es conducir los asuntos 
del gobierno en todos los niveles, estatal y local.  
 
"La Administración Pública está al servicio de los ciudadanos y 
ciudadanas y se fundamenta en los principios de honestidad, 
participación, celeridad, eficiencia, transparencia, rendición de cuentas 
 y  responsabilidad en el ejercicio de la función pública, con 
sometimiento pleno a la ley y al derecho"21 
 
El administrador público es la persona que lleva a cabo los 
proyectos, planes, programas y esquemas señalados por el político 
Los elementos de la administración son: 
1. Objetivo.- Es decir que la administración siempre está enfocada a 
lograr fines o resultados. 
                                                          
21
 Gutiérrez G. Administración Publica y procedimientos. Edit. Palestra Lima Perú. 2005. Pp 56. 
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2. Eficacia.- Consiste en lograr objetivos satisfaciendo los 
requerimientos del producto o servicio en términos de cantidad y 
tiempo. 
3. Eficiencia.- Es hacer las cosas bien, lograr los objetivos garantizando 
los recursos disponibles al mínimo costo y con la máxima cantidad. 
4. Grupo social.- Es necesario que se dé un grupo social. 
5. Productividad.- Es la relación entre la cantidad de insumos 
necesarios para producir un determinado bien o servicio. 
 
Entre la política y la administración pública existe un vínculo 
indisoluble que la primera proporciona los principios fundamentales 
sobre los que se lleva a cabo las actividades de la segunda. 
 
Dentro del proceso político se discuten los objetivos y se establecen 
las prioridades de las actividades, atendiendo a las necesidades y los 
recursos. 
 
Gabino Fraga (2006: 67)   define a la administración pública desde 
dos puntos de vista: 
1. Formal.- Organismo público que ha recibido del poder político la 
competencia de los medios necesarios para la satisfacción de los 
intereses generales. 
2. Material.- Actividad de éste organismo 
La administración pública se lleva a cabo mediante actividades 
que tienen el siguiente contenido: 
- Mantener un orden público 
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- Satisfacer las necesidades de la población 
- Conducir el desarrollo económico y social partiendo siempre de 
la base jurídica 
A esta corresponde la tarea de manejar y administrar el 
patrimonio del estado, que son las atribuciones y funciones, es decir, 
entendiendo como atribución el contenido de la actividad del estado y a 
la función como a la forma en que se realiza esa actividad. El objetivo es 
la realización o prestación d los servicios públicos en beneficio de la 
comunidad. 
 
En la doctrina se puede citar a MULARZ quien acuña una 
definición de “Administración Pública”, entendida esta como "… aquella 
organización que el Estado utiliza para canalizar adecuadamente 
demandas sociales y satisfacerlas, a través de la transformación de 
recursos públicos en acciones modificadoras de la realidad, mediante la 
producción de bienes, servicios y regulaciones. 
 
Este concepto de administración pública nos muestra lo diverso 
que es esta "organización", en el sentido de que incluye en su seno 
diferentes espacios y especialistas que se ocupan específicamente de 
una tarea, y que su interdependencia hace muy difícil establecer que se 
debe reformar y que no, y por ende realizar una reforma administrativa 
no es tarea de unos pocos, sino que abarca a todo el conjunto de ella y 
también a la sociedad como destino final de los "output" que ella 
produce”.  
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En esa misma línea BONNIN señala que “…la administración 
pública es la que tiene la gestión de los asuntos comunes respecto de la 
persona, de los bienes y de las acciones del ciudadano como miembro 
del Estado, y de su persona, sus bienes y sus acciones como 
incumbiendo al orden público”  
Para MUÑOZ AMATO la Administración Pública es “… un 
conjunto de ideas, actitudes, normas, procesos, instituciones y otras 
formas de conducta humana que determinan como se distribuye y ejerce 
la autoridad política y como se atiende los intereses públicos” 
 
Finalmente, en la doctrina se precisa que la Administración 
Pública es el contenido esencial de la actividad correspondiente al Poder 
Ejecutivo, y se refiere a las actividades de gestión, que el titular de la 
misma desempeña sobre los bienes del Estado para suministrarlos de 
forma inmediata y permanente, a la satisfacción de las necesidades 
públicas y lograr con ello el bien general; dicha atribución tiende a la 
realización de un servicio público, y se somete al marco jurídico 
especializado que norma su ejercicio y se concretiza mediante la 
emisión y realización del contenido de actos administrativos emitidos ex 
profeso. 
 
2.2.15. LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN LA LEGISLACIÓN PERUANA 
En la actualidad, en materia de Derecho Administrativo, la doctrina 
considera que cuando la Administración Pública ejerce función 
administrativa, lo debe hacer a través de las formas jurídicas que le 
están permitidas. Estas formas son: reglamentos, actos administrativos, 
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contratos administrativos, actos de la administración y por último los 
hechos administrativos.  Estas manifestaciones de la administración 
pública pueden ser efectuadas tanto por (i) organismos, (ii) órganos y 
(iii) personas-órgano, las mismas que pueden ser estatales o privadas.  
 
Si bien estas explicaciones técnicas pueden parecer del todo 
claras, en la práctica y sobre todo en la legislación positiva, podemos 
observar una gran confusión conceptual, tal vez producto del “efecto 
pendular” de la legislación y de la decisión política que toman los 
gobiernos en determinadas épocas. 
 
Si se hace un recuento de la legislación peruana para verificar el 
concepto de “Administración Pública” podemos mencionar a los 
siguientes dispositivos:  
• El Decreto Supremo Nº 006-67-SC. 
• La Ley Nº 25035. 
• El Decreto Legislativo Nº 757. 
• El Decreto Ley Nº 26111 (D.S. Nº 02-94-JUS). 
• La Ley Nº 27444. 
 
Es pertinente citar a MORÓN URBINA, quien manifiesta sobre 
este tema que “No se trata de un concepto unitario de lo que se 
conceptúa como Administración Pública aplicable a todos los ámbitos 
normativos e incluso para todo el ámbito del Derecho Público. Este 
catálogo no es opuesto ni deroga los contenidos del término 
Administración Pública establecidos para fines presupuestarios, de la 
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contratación pública, o para fines de régimen laboral público. Se trata, 
exclusivamente, de un concepto para identificar a cuales entidades le 
serán aplicables las normas de esta Ley”.  
 
2.2.16. HABEAS DATA. 
La locución de origen latino Hábeas Data, caracteriza la institución 
destinada a garantizar el derecho “de los individuos, los grupos y las 
instituciones de decidir por sí mismos cuándo, cómo y en qué medida 
pueden ser transmitidas a terceros informaciones que los atañen 
directamente”.  Etimológicamente, Hábeas, segunda persona del 
subjuntivo de “habeo, habere...”, significa “tengas en su posesión”, 
que es una de las acepciones del verbo; y Data, acusativo plural de 
“datum”, es definido por los diccionarios más modernos como 
“representación convencional de hechos, conceptos o instrucciones de 
forma apropiada para la comunicación y procesamiento por medios 
automáticos”22 
 
Muy por el contrario, el diccionario de la Real Academia de la 
Lengua Española define el vocablo data, como la “nota o indicación del 
lugar y tiempo en que se hace o sucede una cosa, y especialmente la 
que se pone al principio o al final de una carta o cualquier otro 
documento”23.    
 
                                                          
22 MESÍAS RAMIREZ, Carlos Fernando. Exégesis del Código Procesal Constitucional,     
Ed. Gaceta Jurídica, Lima, 2004.  
23 Diccionario de la RAE, Vigencia segunda edición, Madrid, 2001. 
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La denominación castellana de habeas data no expresa a 
cabalidad la esencia de la institución. De ahí que la expresión más 
acertada hubiese sido habeas dato, entendiéndose doctrinariamente de 
la siguiente manera: “traedme el dato24 para ordenar su exhibición o 
rectificación”. 
 
2.2.16.1.  RESEÑA HISTÓRICA:  
El hábeas data surge como un proceso constitucional especializado, 
para la protección de ciertos derechos en relación a la libertad 
informática, sus antecedentes genéricos básicos podemos 
remontarlos a los intentos por preservar esferas personales de 
injerencias o perturbaciones externas no deseadas, a fin de garantizar 
la privacidad o intimidad personal.  De allí se evolucionaría luego 
hasta llegar a la protección frente a los riesgos del almacenamiento, 
registro y utilización de datos.  
 
Conforme señalan EKMEKDJIAN y PIZZOLO25, el desarrollo 
conceptual del derecho a la intimidad personal o "right of privacy", 
tiene lugar en la experiencia de los Estados Unidos y en el Reino 
Unido, desde finales del siglo XIX. Un punto crucial en este itinerario 
fue la definición del derecho a la privacidad como "the right to be let 
alone", es  decir,  el  "derecho  a  ser  dejado  en  soledad"  (sin  ser  
molestado o  perturbado) elaborada por el Juez Cocley; este concepto 
fue desarrollado por los juristas norteamericanos Warren y Grandeis, 
                                                          
24 Es el antecedente necesario para llegar al conocimiento exacto de una cosa o para 
deducir las consecuencias legítimas de un hecho, Ibídem, p. 276. 
25 Cf. EKMEKDJIAN, Miguel Ángel y PIZZOLO, Calogero. Hábeas Data; El Derecho a 
la Intimidad frente a la revolución informática, Ed. Desalma, Buenos Aires, 1996. 
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buscando proteger a la persona frente a datos o actos de índole  
personal,  que  se  ponen  en  conocimiento del público o  de  terceros  
sin  el consentimiento del afectado.  
 
Tiempo después, aproximadamente desde 1960 y como 
reacción al vertiginoso desarrollo tecnológico que se traduce en 
nuevos sistemas informáticos, tanto en los Estados Unidos como en 
Gran Bretaña se empiezan a promover proyectos legislativos que, 
dando un nuevo giro o extensión al concepto de derecho a la 
privacidad, se refieren a la protección de la libertad y esfera personal 
frente a posibles excesos del registro informatizado o difusión de 
datos e informaciones vinculadas a aspectos reservados o íntimos.  
 
Se llegó así, finalmente, a la "Privacy Act" norteamericana del 
31 de diciembre de 1974, a la "Data Protection Act" británica de 1984, 
y a la Ley Orgánica mayo de 1992 española, denominada "Regulación 
del tratamiento automatizada de datos".  
 
A nivel de los textos constitucionales, la Carta de Portugal de 
1976 estableció, en su art. 35º, el derecho del ciudadano a: a) 
Conocer las informaciones que le conciernen almacenadas en 
archivos, su finalidad y la posibilidad de rectificarlas o actualizarlas; b) 
A que la información no sea utilizada para el tratamiento de datos 
"sensibles", referentes a convicciones políticas, religiosas o a asuntos 
de la vida privada, salvo que se trate de datos no identificables 
personalmente, con fines meramente estadísticos; c) A que no se 
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atribuya a los ciudadanos un número nacional único de identificación.  
 
La Constitución Española de 1978 estableció, en su art. 18.4, 
que "la ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y 
la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio 
de sus derechos".  A su vez, en su art. 105, b), asegura "el acceso de 
los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo 
que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los 
delitos y la intimidad de la persona".  
 
En el ámbito latinoamericano, fue la Constitución Brasileña de 
1988, en su art. 5º, inc.  LXXII, la primera en abordar estos temas, 
pero sobre todo también la primera en "bautizar" constitucionalmente 
al instituto del hábeas data26. Dicha norma dispone que: "Se 
concederá Hábeas Data: a) Para asegurar el conocimiento de 
informaciones relativas a la persona de quien lo pide, que consten en 
registros o bancos de datos de entidades gubernamentales o de 
carácter público; b) Para la rectificación de datos, cuando no se 
prefiera hacerlo en proceso reservado judicial o administrativo". El 
nombre Hábeas Data fue tomado de la Ley 824 del Estado de Río de 
Janeiro.  
 
La Constitución Colombiana de 1991, ha establecido en su art. 
15º que todas las personas tienen derecho a la intimidad personal y 
familiar y a su buen nombre, con la obligación del estado de 
                                                          
26
 DA SILVA, Alfonso. Curso de Directo Constitucional Positivo, Ed. Revista Dos Tribunais, 
1991, pp. 390-393. 
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respetarlos y hacerlos respetar.  Agrega luego: "De igual modo, tienen 
derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se 
hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de 
entidades públicas y privadas.  
 
En la recolección, tratamiento y circulación de datos se 
respetarán la libertad y demás garantías consagradas en la 
Constitución.  
 
A su turno, la Constitución del Paraguay de 1992, en su art. 
1350º, establece expresamente el hábeas data y dispone: "Toda 
persona podrá acceder a la información y a los datos que sobre sí 
mismo sobre sus bienes obren en registros oficiales o privados de 
carácter público, así como conocer el uso que se haga de los mismos 
y de su  finalidad. Podrá solicitar ante el magistrado competente la 
actualización, la rectificación o la destrucción de aquéllos, si fuesen 
erróneos o afectaren ilegítimamente sus derechos".  
 
Como acertadamente señala SAGUÉS27 la novedad principal 
de la norma paraguaya (por lo demás bastante completa en su 
regulación del hábeas data) radica en que no solo comprende dentro 
de la protección de este instituto los consabidos derechos personales 
como privacidad, no discriminación, reserva sobre convicciones 
políticas o religiosas;  sino  también  derechos  personales  de  índole  
patrimonial,  referidos  a información o datos sobre bienes.  
                                                          
27
 Cf. SANGUÉS, Néstor Pedro. Hábeas Data: su desarrollo constitucional, en lecturas 
constitucionales andinas Nº, Comisión Andina de Juristas, Lima, 1994, pp. 90-92. 
90 
 
Más recientemente, la Constitución Argentina, con la reforma 
aprobada en 1994 regula expresamente en el art. 43º el hábeas data, 
estableciendo que: "Toda persona puede interponer esta acción para 
tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que 
consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados 
destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o 
discriminación, para exigir la supresión, rectificación,  confidencialidad  
o  actualización  de  aquéllos.   No  podrá afectarse el secreto de las 
fuentes de información periodística".  
 
En definitiva, estos desarrollos doctrinarios y normativos fueron 
configurando un nuevo término y una suerte de derecho autónomo 
conocido como "libertad informática", un derecho que "tiene por objeto 
garantizar la facultad de las personas para conocer y acceder a la 
información que las concierne, archivada en bancos de datos.  
 
Esto es el hábeas data: un instrumento para controlar la calidad 
de ellos, corregir o cancelar los datos inexactos o indebidamente 
procesados, y disponer sobre su posible transmisión"28.  
 
Siguiendo la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional 
Alemán, puede hablarse de un "derecho a la autodeterminación 
informativa"29 consistente en la facultad de disponer sobre la 
revelación y utilización de los datos personales, que abarca todos las 
etapas de la elaboración y uso de datos por medios informáticos, es 
                                                          
28
 EKMEKDJIAN, Miguel Ángel y PIZZOLO, Calogero, Óp. Cit., p. 23 
29
MURILLO, Pablo Lucas. Ternas Clases en la Constitución española: El derecho a la 
autodeterminación informativa, Ed. Tecnos, Madrid. 
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decir, su almacenamiento, registro, calificación, modificación, 
transmisión y difusión. 
 
2.2.16.2. EVOLUCIÓN LEGISLATIVA Y CONSTITUCIONAL DEL HABEAS   
              DATA EN EL PERÚ:  
Al igual de lo que ha venido sucediendo en diversos países, la 
incorporación del hábeas data al ordenamiento constitucional peruano 
es un hecho particularmente reciente y novedoso. Es en la Carta de 
1993 (vigente desde el 31 de diciembre de dicho año) donde se 
estableció, en su artículo 200º, inc. 3, dentro del Título que regula las 
Garantías Constitucionales, la "Acción de Hábeas Data" como el 
instrumento para la protección de los siguientes derechos:  
- A solicitar y obtener información de entidades públicas (art. 2º, inc. 
6º);  
- A que los servicios informáticos- públicos o privados no 
suministren informaciones que afecten la intimidad personal y 
familiar (art. 2º, inc. 6º);  
- Al honor y a la buena reputación, a la intimidad personal y familiar, 
a la voz y la imagen propias, a rectificar las afirmaciones inexactas 
o agraviantes difundidas por un medio de comunicación social (art. 
2º, inc. 7º).  
 
Sin embargo, en 1995 se produjo una reforma constitucional 
mediante Ley Nº 26470, eliminando del ámbito de protección del 
habeas data el derecho a la rectificación en los medios de 
comunicación (artículo 2º, inciso 7), con lo cual se daba a entender 
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que no formaban parte de la función de tutelar  del habeas data, los 
derechos de la persona como ser libre (honor, buena reputación, 
intimidad, vos e imagen propias) cuando hubieran sido objeto de 
afectación por los diferentes medios de comunicación social.  A partir 
de ese momento el ámbito de protección de estos derechos quedo 
enlazado al amparo.   
 
El habeas data es un derecho humano de naturaleza procesal 
que permite a cualquiera acceder a bancos o registros de datos, 
públicos o privados, computarizados o no, que contengan información 
sobre su persona, con la finalidad de tomar conocimiento, ya sea 
sobre su contenido, para identificar a la persona que proporcionó el 
dato, los motivos de su almacenamiento o el lugar donde se pueda 
ubicar; o bien para modificarla agregando información no contenida 
en procura de actualizar el registro o corregir la información 
equivocada o falsa; suprimir aquella que afecta la intimidad personal u 
otros derechos fundamentales.  
 
Asimismo, para impedir el acceso de terceros a información 
clasificada; denegar su uso en el marco de un proceso judicial o 
supervisar se el soporte técnico en el almacenamiento de los datos 
garantiza su confidencialidad, o impugnar la interpretación, el análisis 
o la valoración equivocada de los datos.  
 
También sirve para permitir el acceso a la información que obra 
en las entidades de la administración pública y que le es negada al 
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agraviado. Habeas data es una acción constitucional o legal que tiene 
cualquier persona que figura en un registro o banco de datos, de 
acceder a tal registro para conocer qué información existe sobre su 
persona, y de solicitar la corrección de esa información si le causara 
algún perjuicio. 
 
El hábeas data es un mecanismo e instrumento procesal de 
carácter constitucional que busca tutelar el acceso a la información 
pública y autodeterminación informativa como medio para acceder, 
modificar, actualizar y corregir toda información personal o de interés 
público contenida en registros de entidades públicas y privada.  
 
2.3. MARCO CONCEPTUAL 
ACCESO A LA INFORMACIÓN.- El acceso a la información pública 
facilita su difusión entre los ciudadanos, y con ella, la formulación de 
críticas sobre el desarrollo de las actividades de la administración 
pública. Esto permite una adecuada participación de los ciudadanos en 
el debate sobre los asuntos públicos, pues sin acceso a esa información 
se carecería de los elementos necesarios para ejercer la crítica y control 
sobre las políticas públicas.  
 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.- El término “Administración Pública” se 
identifica de modo tradicional con el Estado. De igual manera, en los 
diccionarios de términos jurídicos se menciona a la Administración 
Pública como “el Poder Ejecutivo en acción con la finalidad de cumplir y 
hacer cumplir cuanto interesa a la sociedad en las actividades y servicios 
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públicos”. Entendida esta como "… aquella organización que el Estado 
utiliza para canalizar adecuadamente demandas sociales y satisfacerlas, 
a través de la transformación de recursos públicos en acciones 
modificadoras de la realidad, mediante la producción de bienes, servicios 
y regulaciones. 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN.- El derecho a la información emplea 
los más diversos espacios, instrumentos y tecnologías para la 
transmisión de hechos e ideas. Algún medio puede presentar 
peculiaridades propias pero las instituciones del derecho a la información 
son las mismas para todos ellos, aunque acomodándose a sus 
características. 
 
INFORMACIÓN.- La información es un fenómeno que proporciona 
significado o sentido a las cosas. En sentido general, la información es 
un conjunto organizado de datos procesados, que constituyen un 
mensaje sobre un determinado ente o fenómeno. Los datos se perciben, 
se integran y generan la información necesaria para producir el 
conocimiento que es el que finalmente permite tomar decisiones para 
realizar las acciones cotidianas que aseguran la existencia. La sabiduría 
consiste en determinar correctamente cuándo, cómo, dónde y con qué 
objetivo emplear el conocimiento adquirido. 
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2.4. HIPÓTESIS 
2.4.1. HIPÓTESIS GENERAL: 
El derecho y acceso a la información, se restringe por el incumplimiento 
de las normas que regulan el procedimiento administrativo en la  
administración pública de usuarios de la Región  de Educación  Puno 
durante el año 2013. 
 
2.4.2  HIPÓTESIS ESPECÍFICAS: 
- Los aspectos  del derecho individual como  la investigación, opinión, 
expresión  y del derecho colectivo la transparencia de la administración 
pública, vulneran relativamente el acceso a la información. 
- La excepcionalidad del derecho a la información en la administración 
pública se presenta a través de la protección de la seguridad nacional, la 
protección del derecho a la intimidad, garantizar la investigación  penal y 
administrativa. 
- La libertad a la información en la administración pública, influye 
negativamente en el derecho de acceso a la información. 
- Las formas que se restringe el derecho de acceso a la información a las 
fuentes oficiales, son el proceso de investigación, de trámite, y proceso 
administrativo. 
- El procedimiento para acceder a la información pública, que protege el 
derecho de acceso a la información es  a través de la solicitud, el plazo, 
el costo y la revisión de la decisión que deniega el acceso a la 
información.  
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2.5. VARIABLES E INDICADORES 
A. VARIABLE INDEPENDIENTE. 
Derecho al acceso a  la información. 
Indicadores: 
- De investigación 
- De opinión 
- De expresión 
- Bien público y colectivo 
- Principio de publicidad 
- Transparencia de la administración pública. 
- Medio de control de la sociedad.  
- La protección de la seguridad nacional. 
- La protección del derecho a la intimidad. 
- La necesidad de garantizar la investigación del delito en un    
          proceso penal (la reserva del sumario) 
- La necesidad de garantizar las investigaciones en los  
           procedimientos administrativos sancionadores 
B. VARIABLE DEPENDIENTE 
ADMINISTRACIÓN  PÚBLICA 
Indicadores:  
- De pensamiento 
- Opinión. 
- Libre información 
- La información solicitada está completa. 
- Es no cierta 
- Clara y precisa 
- Proceso de  investigación 
- Proceso administrativo 
- De tramite 
- La solicitud de la información. 
- El plazo de entrega de la información. 
- El costo del acceso a la información pública. 
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2.6. Operacionalización de variables. 
 
VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES CRITERIOS DE 
VALORACION 
 
 
 
 
 
 
 
1. DERECHO AL 
ACCESO DE LA 
INFORMACIÓN  
1.1.COMO DERECHO 
       INDIVIDUAL 
 
 
 
1.2.COMO DERECHO 
      COLECTIVO 
 
 
 
 
 
1.3. EXCEPCIONALIDAD 
DEL DERECHO A LA 
INFORMACIÓN. 
 
 
- De investigación 
- De opinión 
- De expresión 
 
- Bien público y 
colectivo 
- Principio de publicidad 
-  
- Transparencia de la 
administración pública. 
- Medio de control de la 
sociedad.  
 
- La protección de la 
seguridad nacional. 
- La protección del 
derecho a la intimidad 
- La necesidad de 
garantizar la 
investigación del delito 
en un proceso penal 
(la reserva del 
sumario) 
- La necesidad de 
garantizar las 
investigaciones en los 
procedimientos 
administrativos 
sancionadores 
 
- Siempre. 
- Nunca. 
- A veces 
 
- Si se ejerce. 
- No se ejerce 
- a veces se ejerce. 
 
- Si. 
- No 
- A veces. 
-Se presentan casos. 
No se presentan casos 
 
 
 
 
 
 
 
2 INFORMACIÓN 
EN LA 
ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA 
 
2.1. LIBERTAD A LA 
INFORMACIÓN EN LA 
ADM PUBLICA 
 
 
 
2.2. INFORMACIÓN 
PÚBLICA O ACCESO A 
FUENTES OFICIALES 
 
 
 
 
 
 
2.3. PROCEDIMIENTO 
PARA ACCEDER A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA 
- De pensamiento 
- Opinión. 
- Libre información 
 
 
- Proceso de  
investigación 
- Proceso administrativo 
- De tramite 
 
 
- La solicitud de la 
información. 
- El plazo de entrega de 
la información. 
- El costo del acceso a 
la información pública. 
- La información 
solicitada esta 
completa. 
- Es no cierta 
- Clara y precisa 
- Si  
- No 
-  A  veces 
-  
- Publica. 
- Transmite 
-  
- Si hay acceso 
- No hay acceso 
- A veces si  
acceden 
-  
- Si presenta 
- No presenta.  
-  
- De  1 a  03 días 
- De 04   a  6 días 
- De  7  a  9 días 
- De 10 a más días. 
- Es Oneroso. 
- Es regular. 
- Es normal 
-  
- Si. 
- No  
- A veces 
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CAPÍTULO III 
METODOLOGÍA DE INVESTIGACIÓN 
 
3.1  MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
Para toda investigación es de importancia fundamental que los hechos y 
relaciones que establece, los resultados obtenidos o nuevos 
conocimientos, tengan el grado máximo de exactitud y confiabilidad. 
 
Se ha seguido el método científico social poniendo especial 
énfasis en los siguientes métodos: 
a. Exegético 
 El Método exegético ha permitido hacer el estudio de diferentes 
normas relacionadas con el derecho de acceso a la información;  
buscando el origen etimológico de la norma, figura u objeto de 
estudio, desarrollarlo, describirlo y encontrar el significado a fin de 
obtener información y conclusiones legales. 
 
b.  Inductivo 
      Desarrollado a través del análisis teórico de los variables e 
indicadores del problema para llegar a conclusiones generales. 
 
 
99 
 
c. Deductivo 
Aplicado en la generación de hipótesis y conclusiones sobre la 
opinión de los agentes involucrados y comprender los factores 
particulares.  
 c. Analítico 
La investigación enfoca y explica   las   variables e indicadores del 
problema tratado con el fin estudiar la postura sobre el acceso a la 
información pública en las entidades del Estado caso de la DREP 
Puno 2013. 
d. Dialéctico, para analizar el problema social dentro del contenido 
jurídico. 
e. Síntesis Infiere los resultados encontrados de las variables: 
acceso a la información publica y la administración publica. 
f. Estadístico: 
Los resultados han sido procesados y graficados a través de la 
estadística descriptiva. 
g. Bibliográfico documental: Desarrollándose a través  de la 
recopilación y sistematización de las fuentes de información 
registrados en las técnicas de fichaje y  del análisis de contenido 
 
3.2 DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
3.2.1. NIVEL Y TIPO 
Según el criterio de la naturaleza de la investigación, es una 
investigación a nivel explicativo porque es aquella que tiene relación 
causal; no sólo persigue describir o acercarse al problema estudiado, 
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sino que intenta encontrar las causas del mismo. (CHARAJA  C. F: 
2011) 
El presente  estudio de  investigación de acuerdo con Roberto 
Hernández Sampieri y otros, según su perspectiva, sus fines  pertenece  
a un tipo de investigación Básica, que pretende conocer y determinar 
el derecho  y acceso a la información  respecto de los administrados o 
en la administración pública, específicamente casos que se presentaron 
en la DREP Puno durante el año 2013. 
 
3.2.2. DISEÑO 
El diseño de la investigación entendida como el conjunto de estrategias 
procedimentales y metodológicas definidas y elaboradas previamente 
para desarrollar el proceso investigativo, guiando los propósitos y 
contratarlas a través de la prueba de hipótesis, para el presente estudio 
es de carácter no experimental. 
 
A) DISEÑO ESPECÍFICO 
Para el  presente estudio  se estableció  el diseño: 
Por la característica del trabajo a realizar se puede  considerar, que 
corresponde a un diseño descriptivo dado que nuestro  propósito es 
determinar y conocer  las restricciones del derecho y acceso a la 
información  en la administración pública de los usuarios de la DREP 
Puno año 2013. 
 
Gráficamente se representó de la siguiente forma:    
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    En el diseño:  
 
 
 
 
3.3 POBLACIÓN Y MUESTRA 
3.3.1.  POBLACIÓN: 
Ha estado constituida por los casos que se han presentado de la forma a  
geográficamente en la jurisdicción del ámbito de la Dirección Regional 
de educación de Puno durante el año 2013. Totalidad de casos que se 
presenten respecto de la restricción del acceso a la información pública 
en los usuarios. Para el presente estudio se han identificado 143 casos. 
3.3.2.  MUESTRA:  
Las unidades de estudio para las dos variables ha estado compuesta 
por: Los casos respecto a la vulneración del derecho y acceso a la 
información en las diferentes dependencias de la DREP Puno,  
identificados en la mesa de partes de la Institución. Así mismo los 
administrados usuarios de la administración pública. 
a. Diseño de la Muestra 
La muestra seleccionada  ha sido el de probabilística porque las 
unidades de muestreo han sido seleccionadas mediante métodos 
aleatorios que permitieron efectuar inferencia estadística a la 
población en base a la teoría de probabilidades. Además es auto 
 
X                            Y            
X = observación 
Y = instrumento  
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ponderado porque la probabilidad de selección ha sido la misma 
para cada una de las unidades de análisis seleccionadas. 
 
b. Determinación del tamaño de la muestra 
Considerando que la población se refiere a la totalidad de 
elementos, los cuales conforman un grupo llamado universo y 
estos presentan características de interés al tema estudiado.  
 
En consecuencia se tomaron como población a la totalidad 
de los diferentes casos sobre la vulneración del derecho y acceso 
a la información pública que se presentaron en las diferentes 
dependencias de la DREP Puno; motivo del presente estudio. 
Específicamente  la muestra ha estado constituida por el 40% de 
la población (casos). Es decir por 58 casos. Esta muestra se 
determinó de manera probabilística. 
 
3.4 TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
3.4.1. TECNICAS  
Para la presente investigación se utilizaron las técnicas más típicas y 
que son aplicables a la ciencia del Derecho y los mismos que sirvieron 
para la obtención, registro y análisis de los datos.  
Análisis documental: 
Para  la recolección de  datos, de acuerdo al  proceso de 
investigación se empleó el análisis documental que consistió en la 
revisión de los diferentes expedientes, casos  que se presentaron con 
frecuencia respecto del problema estudiado, específicamente lo 
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relacionado con la falta de acceso a la información Para la presente 
investigación se utilizará las técnicas más típicas y que son aplicables a 
la ciencia del Derecho y los mismos que sirvieron para la obtención, 
registro y análisis de los datos.  
Encuesta.   
Esta técnica de recolección de  información es la más utilizada 
para este tipo de investigaciones, situación que queda denotada a 
través de interrogantes relacionadas  entre  las dimensiones de la 
variable y sus indicadores. 
 
Para conocer de cerca los pormenores que se detallen en el 
presente estudio, específicamente para fortalecer la variable 
independiente formulada, así mismo todos los aspectos  que se 
relacionan con el acceso  al derecho a la información como 
consecuencia de la administración pública e en la jurisdicción de la 
DREP Puno durante el año 2013. 
 
3.4.2. INSTRUMENTOS: 
Los resultados del análisis documental y del cuestionario aplicado se 
presentan en el capítulo presentación y análisis de resultados. 
a) Estructura del análisis documental 
INDICADOR  
                                                 RECLAMACIONES 
CONTRATO DOCENTE 
                                                  QUEJA ADMINISTRATIVA 
                                                   PROCESO ADMINISTRATIVO 
          0TROS  
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b) Estructura del cuestionario 
Variable  Ítems 
Primera variable  11 
Segunda variable  11 
Total                                                                                         22 
 
3.4.3. TÉCNICAS  DE PROCESAMIENTO DE DATOS  
A) DISEÑO ESTADÍSTICO. 
 Uso de cuadros estadísticos con distribución de frecuencias, para 
agrupar datos que se obtuvieron.  
 Luego de realizado el trabajo de campo y concluido la aplicación de los 
instrumentos, se seleccionaron la respuesta de acuerdo a los objetivos 
y variables formuladas. 
 Se utilizaron la matriz tripartita de datos, en estos instrumentos se 
almacenaran provisionalmente la información obtenida y que 
previamente ha sido seleccionada o representada por el investigador, y 
la información clasificada y almacenada en la Matriz de Datos, has sido 
trasladado  a un  procesador de sistema computarizado, el mismo que 
nos permitió  utilizar las técnicas estadística apropiadas, teniendo en 
cuenta el diseño formulado. 
 Gráficos como: Histogramas, polígonos de frecuencias; barras simples. 
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CAPÍTULO IV 
    RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
Luego de la ejecución, procesamos los datos cuyos resultados presentamos: 
4.1. DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
 
CUADRO Nº 01 
Título: Percepción del derecho al acceso a la información como derecho individual.  
INDICADOR  
 
Alternativas  
 
 
 
 
 
 
Total 
 
SI NO A VECES 
fi % fi % fi % 
1. ¿Conoce Ud. la ley de  
transparencia y acceso a 
la información pública? 
12 21 16 27 30 52 
2. ¿Alguna vez ha solicitado 
información referida 
sobre una investigación 
administrativa?  
08 14 20 34 30 52 
3. La opinión  y expresión. 
¿Es un derecho 
individual? 
10 17 20 34 28 48 
4. ¿El derecho  individual 
permite informarse  sobre  
un bien público y 
colectivo?  
10 17 16     27 32 56 
 TOTAL  10 18 18 30 30 52 58 
Fuente: Cuestionario aplicado a los administrados usuarios de la administración pública de la 
DREP Puno año 2013.  
 
Interpretación: de acuerdo a los resultados obtenidos al aplicar los instrumentos 
de recolección de datos se tienen: 
1) Con relación a si conocen los administrados del derecho a la información 
pública, manifestaron que:  
- 12  de ellos que representa el 21 % si conocen la ley de  transparencia y 
acceso a la información pública. 
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- 16  de ellos que representa el 27 % no conocen la ley de  transparencia 
y acceso a la información pública. 
- 30  de ellos que representa el 21 % a veces si conocen la ley de  
transparencia y acceso a la información pública. 
2) Por otro lado 08 de los encuestados que representan el 14% afirman que 
si alguna vez han solicitado información referida sobre una investigación 
administrativa. 
- 20 de los encuestados que representan el 34% afirman que NO han 
solicitado información referida sobre una investigación administrativa. 
- 30 de los encuestados que representan el 48% afirman que alguna vez 
han solicitado información referida sobre una investigación 
administrativa. 
3) Con relación a  la opinión y expresión del derecho al acceso  a la 
información; 10 de los encuestados que representa el 17%  afirman que 
Si es un derecho individual. 
- 20 de los encuestados que representa el 34%  afirman que no es un 
derecho individual. 
- 28 de los encuestados que representa el 48%  afirman que a veces es 
un derecho individual.  
4) Así mismo 10 de los encuestados que representa el 17% perciben que el 
derecho individual si permite informarse sobre un bien público y 
colectivo. 
- 16 de los encuestados que representa el 27% perciben que el derecho 
individual no permite informarse sobre un bien público y colectivo. 
107 
 
- 32 de los encuestados que representa el 56% perciben que el derecho 
individual a veces  permite informarse sobre un bien público y colectivo. 
 
En conclusión la mayoría de los usuarios administrados de la Ugel San 
Román perciben que el derecho al acceso a la información a veces es un 
derecho individual. 
 
GRÁFICO  Nº 01 
Título: Percepción del derecho al acceso a la información como derecho individual.  
 
  FUENTE: CUADRO N° 01 
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CUADRO Nº02 
Título: Percepción del derecho al acceso a la información como derecho colectivo.  
INDICADOR  
 
Alternativas  
 
 
 
 
Total  
SI NO A VECES 
fi % fi % fi % 
5. ¿Existe 
transparencia 
en la 
administración 
pública?  
12 21 16 27 30 52 
6. El acceso a la 
información 
como un 
derecho. ¿Es 
un medio de 
control de la 
sociedad?  
08 14 20 34 30 52 
 TOTAL  10 18 18 30 30 52 58 
Fuente: Cuestionario aplicado a los administrados usuarios de la administración pública de la 
DREP Puno año 2013.  
 
Interpretación:  
1) Con relación a la transparencia  en la administración pública: 
- 12 de los encuestados que representa el 21 % afirman que si existe 
transparencia en la administración pública. 
- 16 de los encuestados que representa el 27 % afirman que no existe 
transparencia en la administración pública. 
- 30 de los encuestados que representa el 52 % afirman que en algunos 
casos o a veces si  existe transparencia en la administración pública. 
2) Con relación al acceso de la información como un derecho: 
 
- 08 de los encuestados que representa el 14 % afirman que si es un 
medio eficaz de control de la sociedad. 
- 20 de los encuestados que representa el 34 % afirman que no es un 
medio eficaz de control de la sociedad. 
- 30 de los encuestados que representa el 52 % afirman que en algunos 
casos o a veces si  es un medio eficaz de control de la sociedad. 
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En conclusión: la mayoría de los usuarios administrados encuestados 
perciben que el acceso a la información como derecho algunas veces es 
un medio eficaz de control de la sociedad. 
 
 
 
 
GRÁFICO Nº02 
Título: Percepción del derecho al acceso a la información como derecho colectivo.  
 
  FUENTE: CUADRO N° 02 
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CUADRO Nº 03 
Título: Percepción del derecho al acceso a la información como excepcionalidad del 
derecho a la información. 
INDICADOR  
 
Alternativas  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Total  
SI NO A VECES 
fi % fi % fi % 
7. ¿El derecho a la 
información exceptúa 
cuando atenta a la 
seguridad nacional? 
12 21 16 27 30 52 
8. ¿El derecho a la 
información exceptúa 
cuando atenta al derecho 
a la intimidad? 
08 14 20 34 30 52 
9. ¿Se puede acceder  a la 
información pública 
cuando está incurso en 
un proceso penal?  
12 21 16 27 30 52 
10. ¿Se puede acceder  a la 
información pública 
cuando existe un 
proceso investigatorio 
en casos 
administrativos?  
08 14 20 34 30 52 
11. ¿Cree Ud. que existe 
alguna restricción al 
derecho de acceso a la 
información, en la 
administración pública?  
12 21 16 27 30 52 
TOTAL  10 18 18 30 30 52 58 
Fuente: Cuestionario aplicado a los administrados usuarios de la administración pública de la 
DREP Puno año 2013.  
 
Interpretación: los resultados que se obtuvieron para la percepción del derecho 
al acceso a la información como excepcionalidad del derecho a la información 
fueron:  
7) El derecho a la información exceptúa cuando atenta a la seguridad 
nacional: 
- 12 de los encuestados que representa el 21% perciben que si el derecho 
a la información exceptúa cuando atenta a la seguridad nacional. 
- 16 de los encuestados que representa el 27% perciben que el derecho a 
la información no exceptúa cuando atenta a la seguridad nacional. 
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- 30 de los encuestados que representa el 52% perciben que el derecho a 
la información algunas veces se exceptúa cuando atenta a la seguridad 
nacional. 
8) El derecho a la información exceptúa cuando atenta al derecho a la 
intimidad. 
- 08 de los encuestados que representa el 14%  afirman que  si es un 
medio de control de la sociedad. 
- 20 de los encuestados que representa el 34%  afirman que  no es un 
medio de control de la sociedad. 
- 30 de los encuestados que representa el 52%  afirman que  algunas 
veces es un medio de control de la sociedad. 
9) Se puede acceder  a la información pública cuando está incurso en un 
proceso penal: 
- 12 de los encuestados que representa el 21% perciben que si Se puede 
acceder  a la información pública cuando está incurso en un proceso 
penal. 
- 16 de los encuestados que representa el 27% perciben que no Se puede 
acceder  a la información pública cuando está incurso en un proceso 
penal. 
- 30 de los encuestados que representa el 52% perciben que a veces Se 
puede acceder  a la información pública cuando está incurso en un 
proceso penal. 
10)Se puede acceder  a la información pública cuando existe un proceso 
investigatorio en casos administrativos 
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- 08 de los encuestados que representa el 14%  afirman que  si Se puede 
acceder  a la información pública cuando existe un proceso 
investigatorio en casos administrativos 
- 20 de los encuestados que representa el 34%  afirman que  no Se puede 
acceder  a la información pública cuando existe un proceso 
investigatorio en casos administrativos 
- 30 de los encuestados que representa el 52%  afirman que  algunas 
veces  se puede acceder  a la información pública cuando existe un 
proceso investigatorio en casos administrativos 
11)Cree Ud. que existe alguna restricción al derecho de acceso a la 
información, en la administración pública: 
- 12 de los encuestados que representa el 21% perciben que si existe 
alguna restricción al derecho de acceso a la información, en la 
administración pública. 
- 16 de los encuestados que representa el 27% perciben que no existe 
alguna restricción al derecho de acceso a la información, en la 
administración pública. 
- 30 de los encuestados que representa el 52% perciben que a veces Se 
puede existe alguna restricción al derecho de acceso a la información, 
en la administración pública. 
En conclusión;  la mayoría perciben que del derecho al acceso a la 
información a veces se le considera como excepcionalidad del derecho a 
la información. 
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GRÁFICO Nº 03 
Título: Percepción del derecho al acceso a la información como 
excepcionalidad del derecho a la información. 
 
 
     FUENTE: CUADRO N° 03 
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CUADRO Nº 04 
TÍTULO: Percepción sobre la variable derecho al acceso a la información 
 
DIMENSIÓN 
Alternativas  
 
 
 
 
Total  
SI NO A VECES 
fi % fi % fi % 
Como  derecho 
individual 
10 18 18 30 30 52 
Como  derecho 
colectivo 
10 18 18 30 30 52 
Excepcionalidad  del 
derecho a la 
información 
10 18 18 30 30 52 
 TOTAL  10 18 18 30 30 52 58 
Fuente: Cuestionario aplicado a los administrados usuarios de la administración pública de la 
DREP Puno año 2013.  
 
Con respecto a  la variable derecho al acceso de la información: 
- 10 encuestados consideran que es un derecho individual que representa 
el 10% del total de la muestra. 
- 10 encuestados consideran que es un derecho colectivo que representa 
el 10% del total de la muestra. 
- 10 encuestados consideran que es una excepcionalidad del derecho a la 
información que representa el 10% del total de la muestra. 
 
En conclusión la mayoría de los encuestados perciben que a veces  se 
accede al derecho a la información. 
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GRÁFICO Nº 04 
TÍTULO: Percepción sobre la variable derecho al acceso a la información. 
 
   FUENTE: CUADRO N° 04 
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4.2. INFORMACION EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
 
 
CUADRO Nº 05 
Título: Percepción sobre la libertad a la información en la administración  pública 
 
INDICADOR  Alternativas  
 
 
 
 
 
 
 
 
Total  
 
SI NO A VECES 
fi % fi % fi % 
12. ¿Ud. hace uso 
de la libertad 
de información 
de 
pensamiento, 
en la 
administración 
pública? 
02 03 12 21 44 76 
13. ¿Ud. hace uso 
de la libertad 
de información 
de opinión, en 
la 
administración 
pública? 
02 03 16 28 40 69 
14. ¿Ud. hace uso 
de libre 
información, en 
la 
administración 
pública? 
08 14 08 14 42 72 
 TOTAL  04 07 12 21 42 72 58 
Fuente: Cuestionario aplicado a los administrados usuarios de la administración pública de la 
DREP Puno año 2013.  
 
 
Interpretación: de acuerdo a los resultados obtenidos se tiene que: 
- 04 encuestados que representan el 07% afirman que si existe libertad a 
la información en la administración  pública. 
- 12 encuestados que representan el 21% afirman que no existe libertad a 
la información en la administración  pública. 
- 42 encuestados que representan el 72% afirman que algunas veces 
existe libertad a la información en la administración  pública. 
En conclusión la mayoría de los usuarios encuestados  perciben que 
existe libertad a la información en la administración  pública, debido a 
117 
 
que muchas veces no se hace el uso de la libertad de información en 
cuanto respecta al pensamiento, a la opinión y libre información. 
 
 
 
GRÁFICO Nº 05 
Título: Percepción sobre la libertad a la información en la administración  pública 
 
   FUENTE: CUADRO N° 05 
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CUADRO Nº 06 
Título: Percepción respecto de la información pública o acceso a fuentes oficiales 
INDICADOR  
 
Alternativas  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Total  
SI NO A VECES 
fi % fi % fi % 
15. ¿Ud. cree que 
accedería con 
facilidad a 
fuentes 
oficiales, en  
un proceso de 
investigación? 
02 03 44 76 12 21 
16. ¿Cree Ud. que 
tendrá acceso  
a fuentes 
oficiales, en  
un proceso 
administrativo? 
02 03 40 69 16 28 
17. ¿Alguna vez 
hizo algún 
trámite para 
acceder a 
fuentes de 
información 
oficiales? 
08 14 42 72 08 14 
18. ¿Conoce Ud. 
del 
procedimiento, 
para solicitar 
una  
información 
pública? 
04 07 42 72 12 21 
 TOTAL  04 07 42 72 12 21 58 
Fuente: Cuestionario aplicado a los administrados usuarios de la administración pública de la 
DREP Puno año 2013.  
 
 
Interpretación: de acuerdo a los resultados obtenidos se tiene que: 
- 04 encuestados que representan el 07% afirman que con respecto de la 
información pública si acceden a fuentes oficiales. 
- 42 encuestados que representan el 72% afirman que con respecto de la 
información pública no acceden a fuentes oficiales. 
- 12 encuestados que representan el 21% afirman que algunas veces con 
respecto de la información pública  acceden a fuentes oficiales. 
- En conclusión la mayoría de los usuarios encuestados  perciben que 
con respecto de la información pública no  acceden a fuentes oficiales, 
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debido a la  facilidad de acceder a las fuentes de información, a los 
trámites y a su procedimiento para solicitar información.  
 
 
 
GRÁFICO Nº 06 
Título: Percepción respecto de la información pública o acceso a fuentes 
oficiales. 
 
 
    FUENTE: CUADRO N° 06 
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CUADRO Nº 07 
Título: Percepción sobre el procedimiento para acceder a la información pública. 
INDICADOR  
 
Alternativas  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Total  
SI NO A VECES 
fi % fi % fi % 
19. ¿Sabe Ud. del 
plazo en que 
deben de 
responder a una 
petición de 
acceso a la 
información 
pública? 
08 14 42 72 08 14 
20. ¿Tendrá un 
costo 
económico, al 
peticionarse una 
información 
pública? 
04 07 42 72 12 21 
21. La información 
solicitada, para 
acceder a la 
información 
pública. ¿Cree 
que estará 
completa, 
precisa y clara? 
02 03 44 76 12 21 
22. En su opinión. 
¿Se restringe el 
derecho al 
acceso de la 
información  en 
la administración 
pública de los 
usuarios de la 
UGEL San 
Román? 
02 03 40 69 16 28 
 TOTAL  04 07 42 72 12 21 58 
Fuente: Cuestionario aplicado a los administrados usuarios de la administración pública de la 
DREP Puno año 2013.  
 
 
Interpretación: de acuerdo a los resultados obtenidos se tiene que: 
- 04 encuestados que representan el 07% afirman que si conocen sobre el 
procedimiento para acceder a la información pública. 
- 42 encuestados que representan el 72% afirman que no conocen sobre 
el procedimiento para acceder a la información pública. 
- 12 encuestados que representan el 21% afirman que algunos conocen 
sobre el procedimiento para acceder a la información pública. 
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- En conclusión la mayoría de los usuarios encuestados  perciben que no 
conocen del procedimiento para acceder a la información pública, debido 
a la  falta de conocimiento de los plazos para responder una petición, los 
costos para solicitar información.  
 
GRÁFICO Nº 07 
Título: Percepción sobre el procedimiento para acceder a la información 
pública. 
 
   FUENTE: CUADRO N° 07 
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CUADRO Nº 08 
Título: Percepción sobre la Variable información en la administración pública. 
 
 
DIMENSIÓN 
Alternativas  
 
 
 
 
 
Total  
SI NO A VECES 
fi % fi % fi % 
Libertad  a la 
información en la 
administración  
pública 
04 07 42 72 12 21 
Información  
pública o acceso a 
fuentes oficiales 
04 07 42 72 12 21 
Procedimiento  
para acceder a la 
información pública 
04 07 42 72 12 21 
 TOTAL  04 07 42 72 12 21 58 
Fuente: Cuestionario aplicado a los administrados usuarios de la administración pública de la 
DREP Puno año 2013.  
 
 
Con respecto a  la variable información en la administración pública: 
- 04 encuestados consideran que si existe libertad, acceso a fuentes 
oficiales y procedimiento  a la información en la administración pública 
que representa el 07% del total de la muestra.  
- 42 encuestados consideran que no existe libertad, acceso a fuentes 
oficiales y procedimiento que representa el 72% del total de la muestra. 
- 12 encuestados consideran que algunas veces  existe libertad, acceso a 
fuentes oficiales y procedimiento que representa el 21% del total de la 
muestra. 
 
En conclusión la mayoría de los encuestados perciben que no tienen 
conocimiento en cuanto respecta de la información en la administración 
pública. 
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GRÁFICO Nº 08 
Título: Percepción sobre la Variable información en la administración pública. 
 
FUENTE: CUADRO N° 08 
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4.3. CASOS QUE SE PRESENTARON CON RESPETO AL ACCESO A LA  
       INFORMACIÓN EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
 
Cuadro Nº 09 
Título: Casos que se presentaron con respeto al acceso a la         
información en la administración pública en la DREP Puno durante el año 
2013. 
CASOS fi % 
RECLAMACIONES 08 14 
CONTRATO DOCENTE  36 62 
QUEJA ADMINISTRATIVA 04 07 
PROCESO ADMINISTRATIVO 02 03 
0TROS 08 14 
TOTAL  58 100 
FUENTE. ARCHIVO DREP Puno.  
 
Los casos que se presentaron respecto al acceso a la información pública en la 
DREP Puno durante el año 2013 fueron: 
- Fueron 08 usuarios que representa el 14% los que tramitaron ante la 
administración pública respecto a las reclamaciones ante la DREP Puno. 
- 36 usuarios que representa el 62% los que tramitaron ante la administración 
pública respecto a problemas sobre contrato docente ante la DREP Puno. 
- 04 usuarios que representa el 14% son los que tramitaron ante la 
administración pública respecto a quejas administrativas ante la DREP Puno. 
08 usuarios que representa el 14% los que tramitaron ante la administración 
pública respecto a información sobre las reclamaciones ante la DREP Puno. 
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- 02 usuarios que representa el 03% los que tramitaron ante la administración 
pública respecto a información sobre procesos administrativos ante la DREP 
Puno. 
- 08 usuarios que representa el 14% los que tramitaron ante la administración 
pública otros informes ante la DREP Puno. 
En conclusión, la mayoría de usuarios de la DREP Puno accedieron a la 
información respecto a casos sobre contrato docente. 
 
Cuadro Nº 09 
Título: casos que se presentaron con respeto al acceso a la         
información en la administración pública en la DREP Puno durante el año 
2013. 
 
Fuente: cuadro Nº 09 
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4.3  APORTACIÓN TEÓRICO – PRÁCTICA 
La información pertenece a los ciudadanos, la información no es 
propiedad del Estado y el acceso a ella no se debe a la gracia o favor del 
gobierno; Este tiene la información solo en cuanto representante de los 
ciudadanos. 
 
Una de las características esenciales de un Estado democrático y 
constitucional es la transparencia en la administración y gestión de los 
asuntos públicos. Tal característica genera la obligación en los 
funcionarios públicos de rendir cuentas sobre las decisiones que toman y 
también tiene como consecuencia que las personas puedan acceder a la 
información que obra en poder de las entidades estatales. De esta 
forma, los funcionarios públicos son gestores de una organización 
creada al servicio de la ciudadanía y, por ello, se encuentran expuestos 
a la fiscalización que la sociedad ejerce. De ahí la importancia de lo 
dispuesto en el artículo 2° inciso 5 de la Constitución que reconoce el 
derecho fundamental de acceso a la información pública. 
 
El contenido y alcances del derecho de acceso a la información 
pública han sido desarrollados por la Constitución, los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos, las leyes y la jurisprudencia, 
especialmente del Tribunal Constitucional. En este sentido, el artículo 
2do. Inciso 5 de la Constitución Peruana de 1993 reconoce el derecho 
de toda persona a solicitar sin expresión de causa la información que 
requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con 
el costo que suponga el pedido. 
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No obstante, en el Perú se constata que subsiste una antigua 
«cultura del secreto», que se manifiesta en algunas Instituciones del 
Estado. En respuesta a ello, y como resultado del trabajo conjunto del 
Estado y de la sociedad civil, surge la Ley de transparencia y acceso a la 
información pública, publicada el 3 de agosto de 2002, y vigente desde 
enero del 2003. Esta norma legal desarrolla el derecho fundamental de 
acceso a la información pública y tiene como finalidad promover la 
transparencia en la gestión pública. 
 
Se puede afirmar que la investigación del derecho de acceso a la 
información en la  administración pública, tiene como finalidad  promover 
la transparencia de los actos del Estado y regular el derecho 
fundamental del acceso a la información consagrado en el numeral 5 del 
Artículo 2° de la Constitución Política del Perú.  
 
El derecho de acceso a la información pública forma parte de un 
derecho de contenido más amplio como es el derecho a la información. 
Así, resulta importante tomar en cuenta que el derecho a la información 
es definido como el derecho de todo ciudadano de recibir, utilizar y 
transmitir libremente información a la que hubiera tenido acceso. 
 
Entonces, el derecho a la información se expresará centralmente 
en dos vertientes, una que permite que se pueda difundir información 
libremente y la otra que implica la posibilidad de recibir información de 
los demás. Dentro de la primera vertiente del derecho a la información 
se encuentra, por ejemplo, el derecho de libertad de expresión.  
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En el caso de la segunda vertiente del derecho a la información, 
se tiene que el derecho a la información comprende la posibilidad de 
recibir información tanto de privados como del Estado. En este último 
caso la información que se puede recibir del Estado es aquella existente 
en sus bases de datos o que se encuentra en su posesión y en 
posibilidad de que sea entregada, así como información relacionada a 
los derechos de los ciudadanos (que es el caso vinculado a derechos 
como consumidores, trabajadores, etc.). En general, debe notarse que 
las sociedades democráticas parten de una presunción general de que 
toda la información existente en el Estado tiene carácter público.  
 
Bajo esta perspectiva, el derecho de acceso a la información 
pública consiste en el derecho de los ciudadanos de acceder a la 
información que se encuentra en posesión de la administración pública 
y/o que puede ser entregada por la administración pública. Como 
señalamos, la finalidad que persigue este derecho es garantizar la 
institucionalidad de un país, pues representa una herramienta 
fundamental para la fiscalización de los funcionarios públicos y para 
estimular una mayor participación ciudadana.  
 
En relación a las dimensiones en las cuales se expresa este 
derecho, se observa que es un derecho que presenta una dimensión 
subjetiva y una dimensión objetiva. 
 
Es importante apreciar que en el caso de la Constitución de 1993, 
esta ha reconocido el carácter de derecho fundamental del derecho de 
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acceso a la información pública. El hecho de que un derecho sea 
reconocido como fundamental supone reconocerlo como un derecho 
preexistente a cualquier configuración o delimitación legislativa. 
 
En buena cuenta es reconocerlo como uno de los “componentes 
básicos del orden jurídico” y sobre el cual se sostiene la estructura 
jurídica e institucional de un país. Desde nuestra perspectiva, además, 
los alcances del derecho de acceso a la información pública pueden 
comprenderse satisfactoriamente desde la teoría institucional de los 
derechos fundamentales. Ello por cuanto nos encontramos ante un 
derecho que presenta un marcado doble carácter, pues por una parte se 
trata de un derecho de la persona y a la vez de un derecho que 
contribuye en la creación de un orden institucional.  
 
Nos encontramos ante un derecho que sin perder el respeto por la 
libertad individual de cada persona, únicamente adquiere pleno correlato 
en la realidad cuando se constituya en una libertad social. Es decir, en 
una libertad que “reclama” 136 acciones concretas del Estado para su 
plena vigencia y para formar parte de la estructura institucional del país.  
 
En este contexto, como se señaló al desarrollar la dimensión 
objetiva de este derecho, consideramos que un plano esencial para la 
plena realización del derecho de acceso a la información pública es que 
el Estado emprenda una serie de actuaciones para lograr su adecuada 
efectividad, siendo uno de los medios para ello el diseño de políticas 
públicas.  
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Adviértase, adicionalmente, que la obligación del Estado de 
emprender acciones concretas termina por delimitar el carácter de 
derecho fundamental del derecho de acceso a la información pública. 
Ello debido a que a partir de las actuaciones que emprenda el Estado 
para garantizar la materialización de este derecho, se observará los 
valores y principios que inspiran al orden institucional del país y cuál es 
el rol particular que cumple este derecho en el mismo.  
 
Así, por ejemplo, aspectos como la promoción de una cultura de 
transparencia o el ideal de una sociedad más informada, se proyectan 
como principios que construyen la institucionalidad de un país y en los 
cuales el derecho de acceso a la información pública tiene un papel 
relevante.  
 
Precisamente esta circunstancia evidencia que nos encontramos 
ante un derecho que trasciende el ámbito meramente subjetivo y que 
forma parte del orden y los valores sobre los cuales se construye el 
ordenamiento jurídico del país.  
 
Retornando a la referencia del inciso 5° del artículo 2° de la 
Constitución, observamos que ésta no presenta antecedentes en 
nuestras constituciones precedentes.  
 
El derecho a la información se encuentra limitado por el derecho a 
la confidencialidad. Este último, encuentra claro sustento en el principio 
fundamental de preminencia del ser humano frente a la colectividad, 
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pues toda organización es de carácter instrumental y su fin último es la 
convivencia social. 
 
Vale decir, como corolario de lo anterior, que en la disciplina 
jurídica es difícil la existencia de verdades absolutas -para todo tiempo y 
todo lugar-. La confrontación de tesis constituye la justificación misma 
del aparato jurisdiccional, el cual, en última instancia, en un Estado de 
Derecho, determina la verdad jurídico formal en un caso concreto; 
verdad formal que no necesariamente coincidirá con la verdad material. 
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CONCLUSIONES 
PRIMERA.- De acuerdo a los resultados obtenidos se  concluye que el 
derecho y acceso a la información, se restringe por el incumplimiento de 
las normas que regulan el procedimiento administrativo en la  
administración pública de usuarios de la Dirección Regional de 
Educación durante el año 2013. Esta afirmación se asume en vista de 
que los administrados usuarios del sector Educación no tienen 
conocimiento sobre el derecho al acceso a la información en la  
administración pública.  
 
SEGUNDA.-  Así mismo en  nuestra legislación de ley de transparencia 
y acceso a la información; los aspectos del derecho individual como  la 
investigación, opinión, expresión y del derecho colectivo la transparencia 
de la administración pública, vulneran directamente el acceso a la 
información. Debido a que es preciso manifestar que no se practica  en 
los administrados el conocimiento que tienen sobre sus derechos, 
específicamente con respeto a la  ley de transparencia y acceso a la 
información. 
 
TERCERA.- Del mismo modo se infiere que  el aspecto de la  
excepcionalidad del derecho a la información en la administración 
pública se presenta a través de la protección de la seguridad nacional, la 
protección del derecho a la intimidad, garantizar la investigación  penal y 
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administrativa, en los diferentes casos como quejas, reclamaciones, 
procesos administrativos entre otros. 
 
CUARTA.- Por otro lado se concluye también que la libertad a la 
información en la administración pública, influye negativamente en el 
derecho de acceso a la información, debido a  la falta de información por 
parte de los usuarios. 
 
QUINTA.- Finalmente  se ha concluido también que las formas que se 
restringe el derecho de acceso a la información a las fuentes oficiales, 
son el proceso de investigación, de trámite, y proceso administrativo. Por 
otro lado el  procedimiento para acceder a la información pública, que 
protege el derecho de acceso a la información es  a través de la 
solicitud, el plazo, el costo y la revisión de la decisión que deniega el 
acceso a la información.  
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SUGERENCIAS 
PRIMERA.- Se sugiere a los legisladores que se requiere urgentemente 
lograr una modificación de criterios, tanto en la doctrina como en los 
tribunales respecto al tema del acceso a la información en la 
administración pública, transparencia. 
 
SEGUNDA.- Lograr una legislación, concebida para sancionar la 
comisión de "daños", sin que generalmente se hubiera pensado cubrir 
con tan amplio manto los patrimoniales y los no patrimoniales, 
previniendo no sólo la existencia de los primeros, sino dándoles fuerza a 
los segundos, tal como el caso de Francia y el peruano.  
 
TERCERA.- Recoger las diversas experiencias de otros países quienes 
en sus respectivos ordenamientos jurídicos admitan el acceso a la 
información a través de la ley de transparencia, estos deben de 
difundirse a través de eventos académicos, ya sea por intermedio de la 
administración pública y de universidades que forman abogados. 
 
CUARTA.- A las autoridades del sector educación específicamente de la 
Dirección regional de educación, deben de difundir sobre aspectos 
inherentes al derecho de acceso a la información, promover una 
participación de sus dependencias en todos sus niveles en el diseño de 
políticas públicas sobre acceso a la información bajo un enfoque integral 
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e intercultural, así como garantizar que las políticas planteadas 
promuevan la igualdad entre los usuarios y ciudadanos. 
 
QUINTA.- En el caso de información pública sobre acceso al sistema de 
justicia, la entrega de información por parte de dependencias estatales 
debe configurarse en diferentes lenguas originarias que predominen en 
cada ámbito geográfico, así como hacer énfasis en las relaciones entre 
el sistema de justicia estatal y el comunitario. Debe buscarse, además, la 
formación y registro de traductores capacitados en el dominio de lenguas 
originarias, así como la elaboración de glosarios de términos que 
permitan la adecuada difusión de información sobre el sistema de 
justicia.  
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CUESTIONARIO 
El presente cuestionario está dirigido  a los usuarios de la administración pública en la 
DREP Puno sobre derecho y acceso a la información pública. 
INSTRUCCION: A continuación encontramos una serie de ítems y para responder 
asignarle con una X a cada uno de los códigos de la escala de 1  a 3, a la derecha de 
cada interrogante: 
1. Si  
2. No  
3.  A  veces 
 
ITEMS. 1 2 3 
1. ¿Conoce Ud. la ley de  transparencia y acceso a la información 
pública? 
   
2. ¿Alguna vez ha solicitado información referida sobre una 
investigación administrativa?  
   
3. La opinión  y expresión. ¿Es un derecho individual?    
4. ¿El derecho  individual permite informarse  sobre  un bien 
público y colectivo?  
   
5. ¿Existe transparencia en la administración pública?     
6. El acceso a la información como un derecho. ¿Es un medio de 
control de la sociedad?  
   
7. ¿El derecho a la información exceptúa cuando atenta a la 
seguridad nacional? 
   
8. ¿El derecho a la información exceptúa cuando atenta al derecho 
a la intimidad? 
   
9. ¿Se puede acceder  a la información pública cuando está 
incurso en un proceso penal?  
   
10. ¿Se puede acceder  a la información pública cuando existe un 
proceso investigatorio en casos administrativos?  
   
11. ¿Cree Ud. que existe alguna restricción al derecho de acceso a 
la información, en la administración pública?  
   
Gracias  
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CUESTIONARIO 
 
El presente cuestionario está dirigido  a los usuarios de la administración pública en la 
DREP puno sobre la información en la administración pública. 
INSTRUCCION: A continuación encontramos una serie de ítems y para responder 
asignarle con una X . 
ITEMS. Si  No  A 
veces  
12. ¿Ud. hace uso de la libertad de información de pensamiento, 
en la administración pública? 
   
13. ¿Ud. hace uso de la libertad de información de opinión, en la 
administración pública? 
   
14. ¿Ud. hace uso de libre información, en la administración 
pública? 
   
15. ¿Ud. cree que accedería con facilidad a fuentes oficiales, en  
un proceso de investigación? 
   
16. ¿Cree Ud. que tendrá acceso  a fuentes oficiales, en  un 
proceso administrativo? 
   
17. ¿Alguna vez hizo algún trámite para acceder a fuentes de 
información oficiales? 
   
18. ¿Conoce Ud. del procedimiento, para solicitar una  
información pública? 
   
19. ¿Sabe Ud. del plazo en que deben de responder a una 
petición de acceso a la información pública? 
   
20. ¿Tendrá un costo económico, al peticionarse una información 
pública? 
   
21. La información solicitada, para acceder a la información 
pública. ¿Cree que estará completa, precisa y clara? 
   
22. En su opinión. ¿Se restringe el derecho al acceso de la 
información  en la administración pública de los usuarios de la 
DREP Puno? 
   
Gracias. 
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MATRIZ DE CONSISTENCIA 
PROBLEMA OBJETIVO HIPÓTESIS VARIABLES MÉTODOLOGÍA 
¿Por qué se restringe el derecho 
al acceso de la información  en la 
administración pública de los 
usuarios de la Región de 
educación  Puno año 2013? 
PROBLEMAS ESPECIFICOS: 
- ¿Qué aspectos del derecho 
individual y colectivo se vulneran 
en el acceso a la información en 
la administración pública? 
- ¿De qué forma se presenta la 
excepcionalidad del derecho a la 
información en la administración 
pública? 
- ¿Cómo influye la libertad a la 
información en la administración 
pública, en el derecho de acceso 
a la información? 
- ¿De qué forma se restringe el 
derecho de acceso a la 
información a las fuentes 
oficiales? 
- ¿Cuál es el procedimiento para 
acceder a la información pública, 
que protege el derecho de acceso 
a la información? 
Determinar las restricciones del derecho al 
acceso de la información  en la 
administración pública de los usuarios de 
la Región de educación Puno año 2013 
OBJETIVOS ESPECIFICOS. 
- Analizar los diferentes aspectos del 
derecho individual y colectivo que 
vulneran el acceso a la información en la 
administración pública. 
- Precisar las formas que presenta la 
excepcionalidad del derecho a la 
información en la administración pública. 
- Conocer la influencia de la libertad a la 
información en la administración pública y 
el derecho de acceso a la información. 
- Analizar la forma que restringe el 
derecho de acceso a la información a las 
fuentes oficiales. 
- Identificar el procedimiento para acceder 
a la información pública, que protege el 
derecho de acceso a la información. 
El derecho al acceso de la  información, se restringe por el 
incumplimiento de las normas que regulan el 
procedimiento administrativo en la  administración pública 
de usuarios de la Región de educación Puno año 2013. 
HIPOTESIS ESPECÍFICAS. 
.- Los aspectos  del derecho individual como  la 
investigación, opinión, expresión  y del derecho colectivo 
la transparencia de la administración pública, vulneran 
relativamente el acceso a la información. 
.- La  excepcionalidad del derecho a la información en la 
administración pública se presenta a través de la 
protección de la seguridad nacional, la protección del 
derecho a la intimidad, garantizar la investigación  penal y 
administrativa. 
.- La  libertad a la información en la administración 
pública, influye negativamente en el derecho de acceso a 
la información. 
.- Las formas que se restringe el derecho de acceso a la 
información a las fuentes oficiales, son el proceso de 
investigación, de trámite, y proceso administrativo. 
.- El  procedimiento para acceder a la información pública, 
que protege el derecho de acceso a la información es  a 
través de la solicitud, el plazo, el costo y la revisión de la 
decisión que deniega el acceso a la información.  
VARIABLE 
INDEPENDIENTE. 
Derecho al acceso de 
la  información 
 
VARIABLE 
DEPENDIENTE 
Administración 
pública 
 
 
POBLACION Y 
MUESTRA 
Casos de Usuarios 
de la Región de 
educación Puno año 
2013. 
MUESTRA: 
40% de los casos 
usuarios de la DREP 
Puno año 2013. 
TECNICAS DE 
RECOLECCION DE 
DATOS. 
La observación 
Análisis bibliográfico y 
documentario. 
Entrevista. 
Análisis o revisión de 
expedientes 
INSTRUMENTOS DE 
RECOLECCION DE DATOS 
Ficha textual. Bibliográfica y 
de resumen. 
Guía de entrevista. 
Matriz para el cotejo de 
expediente. 
Cédula o formato de 
encuesta o cuestionario. 
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